CONCURSOS – Empleados de carrera – Actos de trámite  

Para el caso de los concursos no siempre es diáfano el tema, razón que ha llevado a esta Corporación a señalar que los actos proferidos en la trayectoria de un concurso para proveer cargos de carrera son considerados como actos de trámite y, por dicha razón, no son objeto directo de control jurisdiccional. Sin embargo, en ocasiones, los actos así considerados expedidos en las etapas del concurso que impiden continuar en el mismo pueden lesionar directamente los intereses de los participantes en el proceso de selección, aspecto que lleva a colegir que el acto se convierte en definitivo y puede ser demandado directamente ante la Jurisdicción.
CONVOCATORIA – Importancia – Demanda – Carácter – Objeción 

Según el artículo 31 de la Ley 909 de 2004 “por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”, el proceso de selección comprende la etapa de convocatoria que deberá ser suscrita por la Comisión Nacional del Servicio Civil, el Jefe de la entidad u organismo, es norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes. 

De acuerdo a ésta preceptiva, es la convocatoria, el acto más importante pues pasa a desarrollar todo el concurso público para proveer cargos por el sistema de méritos, pues impone las reglas del concurso y concluye definitivamente esa etapa, además se trata de la norma reguladora de todas las demás fases del concurso. 

Corolario de lo anterior, se tiene que, para nuestro caso, el acto modificatorio de convocatoria puede ser demandado directamente sin esperar a que se emita la lista de elegibles como acto final del proceso que rige el concurso de méritos. Se añade, además, que, por su carácter general, la convocatoria no es susceptible de recursos, y no puede obedecer a los demás actos que lo desarrollan, como el de elaboración de la lista de elegibles. Por el contrario, si el acto de convocatoria, dada su autonomía e importancia como norma reguladora del concurso, fuese retirado del ordenamiento jurídico, caerían las demás etapas del proceso y no al contrario. 
CONCURSO PÚBLICO – Empleados de carrera – Contratos – Convenios Interadministrativos 

Nuestra Carta Política establece en su artículo 125, que, con excepción de los empleos de elección popular, de los de libre nombramiento y remoción, de los de los trabajadores oficiales y de los demás que determine la ley, los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera.  Así mismo, que los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público y que el ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes.

De igual modo, en su artículo 30 estableció que los concursos o procesos de selección serán adelantados por la Comisión Nacional del Servicio Civil, a través de contratos o convenios interadministrativos, suscritos con universidades públicas o privadas o instituciones de educación superior acreditadas por ella para tal fin. 
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Conoce la Sala en única instancia la acción pública de nulidad instaurada por el ciudadano ÁLVARO RUÍZ LEMOS contra la Comisión Nacional del Servicio Civil.

ANTECEDENTES

En nombre propio y en ejercicio de la acción pública de nulidad, consagrada en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, el actor solicitó, la declaratoria de nulidad del Acuerdo No. 098 de 2009 “Por el cual se modifican los Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92, y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias números 56 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de Docentes y Directivos Docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales”, expedido por la Presidenta de la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Consideró el actor, que con dicha norma se vulneraron los artículos 13, 25, 29 y 125 de la Constitución Política, así como las previsiones contenidas en los artículos 7°, 8° y 16° del Decreto 1278 de 2002, referentes al ingreso al servicio educativo estatal, atendiendo a la exclusión de los títulos profesionales tales como ingeniería sanitaria, de alimentos, medicina veterinaria y en especial, zootecnia, del concurso abierto de méritos a que hace referencia el Acuerdo demandado, para el ejercicio de la docencia en el área de conocimiento de su formación en el caso de las profesiones no licenciadas. 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Se indicó en la demanda que el Acuerdo 098 de 2009, viola de manera directa los artículos 13, 25, 29 y 125 de la Constitución Política, referentes a la protección al derecho al trabajo, recibir el mismo trato de las autoridades, la aplicación del debido proceso en las actuaciones administrativas y el  acceso a los cargos públicos mediante concurso público por el cumplimiento de los requisitos y condiciones señalados en la Ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes.

Que se desconocieron los artículos 7°, 8° y 16° del Decreto 1278 de 2002, pues se modificaron los Acuerdos 28 al 76 y 94 a 96 de 2009, correspondientes a las Convocatorias Nos. 56 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos de vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales, al excluir la carrera de zootecnia como profesión válida para aspirar a docente no licenciado en el nivel de secundaria y media, en el área de ciencias naturales y educación ambiental
.

Manifestó, que dicha modificación afectó el capítulo 3°, artículo 15, numeral 2° del Acuerdo 029 de 25 de marzo de 2009, mediante el que se convocó a concurso abierto de méritos para proveer vacantes de docentes y directivos docentes de las instituciones educativas del Departamento de Antioquia – Convocatoria 057 de 2009-, en lo que se refiere a profesiones no licenciadas y en concreto al nivel de básica secundaria y media, del área de ciencias naturales y medio ambiente, en el sentido de excluir varias profesiones que se consideraban afines a tal área, entre ellas, la zootecnia, veterinaria, medicina, ingeniería sanitaria, de alimentos, etc, aduciendo para ello, un Oficio de 22 de abril de 2009 en el que la Dirección para la Calidad de la Educación del Ministerio de Educación Nacional, conceptuó sobre la afinidad de títulos con los niveles, ciclos o áreas de conocimiento de los empleados convocados, teniendo en cuenta los núcleos básicos de conocimiento de cada carrera y su malla curricular. Que por tal actuación se desconoció la norma que dispone que el ingreso al servicio educativo se haga por concurso de méritos y que se debe ejercer la docencia en el área de su formación.

Agregó, que de acuerdo a la información suministrada en la página web de la Universidad Nacional sobre los programas y énfasis de algunas de las carreras allí ofrecidas que quedaron incluidas, tales como agronomía, ingeniería de petróleos, forestal y agrícola, en comparación con la estructura o núcleo básico de conocimiento y énfasis de la zootecnia, que fue excluida mediante el acuerdo demandado, se presenta mínima diferencia y/o más bien, afinidad con el área de ciencias naturales y medio ambiente, como es el caso de Ingeniería de Petróleos, pues su plan de estudios no es afín a las ciencias naturales; que en el caso de las carreras de Ingeniería Agrícola y Agronomía también tienen poca afinidad con las ciencias naturales y el medio ambiente. Que para el caso de Ingeniería Forestal, tiene la misma relación o afinidad que Zootecnia con el área de las ciencias naturales y el medio ambiente.

Que la Universidad Nacional agrupa dentro de las ciencias agropecuarias las Ingenierías Agrícola, Agronómica, Ambiental, Forestal y Zootecnia, lo cual se debe a su afinidad que tienen entre sí dichas carreras y que Zootecnia está considerada como una ciencia biológica por cuanto su estudio se refiere a las clases de seres vivos.

Que se violó el derecho a la igualdad en relación con los profesionales de la zootecnia pues no pueden ser discriminados frente a quienes cuya profesión ahora aparece relacionada en el área de ciencias naturales y medio ambiente dentro de la convocatoria, máxime cuando la zootecnia fue incluida inicialmente; que como se trata de un concurso abierto debe existir libre concurrencia e igualdad para quienes acrediten los requisitos exigidos y sin discriminación alguna. 

Que se ha impedido el acceso a la administración pública y como consecuencia de lo anterior se desconocieron los artículos 7°, 8 y 16 del Decreto 1278 de 2002 que dispone que el ingreso al servicio educativo estatal se hará por concurso de méritos; que se debe ejercer la docencia en el área de conocimiento de su formación y que muchos de los profesionales convocados no tienen la formación exigida para ser docentes en el área de ciencias naturales y medio ambiente.

DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL

Mediante auto de 16 de julio de 2009, ésta Subsección, resolvió desfavorablemente la solicitud de suspensión provisional del acto demandado, al considerar que la medida cautelar no fue sustentada suficientemente pues el demandante refirió como sustento de su solicitud el concepto de violación de la demanda, sin formular expresamente los cargos o motivos de infracción de acuerdo a lo solicitado por el artículo 152 del C.C.A
. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La Comisión Nacional del Servicio Civil, se opuso a las pretensiones de la demanda mediante escrito obrante a folios 59 a 69 Cdno. Principal.

Formuló las excepciones principales de (i) Inepta demanda, con base en que al tenor de lo señalado en el numeral 4° del artículo 137 del C.C.A. no se cumple con el requisito de indicación de las normas violadas y la argumentación del concepto de violación, pues en lo referente a la violación de los artículos 13, 25, 29 y 125 constitucionales se parte de un supuesto equivocado que es creer que la CNSC al expedir el Acuerdo atacado creó unos requisitos para los ciudadanos interesados en participar en las convocatorias Nos. 56 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes, directivos docentes de las instituciones educativas oficiales de entidades territoriales. Que el concepto de violación debe partir de premisas ciertas que puedan probarse y no de tesis que si bien respetables, deben servir para iniciar un debate jurídico ante la jurisdicción. Que el actor sólo formuló debate frente al artículo 7° del Decreto 1278 de 2002, declarado inexequible por la Corte Constitucional en sentencia C- 1169 y frente a los artículos 8° y 16 no guardan ninguna correspondencia con los fundamentos de la violación del Acuerdo 098 de 2009. (ii) Indebida utilización de la acción de nulidad para atacar actos administrativos de trámite, concretamente el Acuerdo 098 de 2009, pues en su sentir la actuación administrativa de la Comisión Nacional del Servicio Civil concluyó con la elaboración de la lista de elegibles y la inscripción en el registro público de carrera administrativa, actos de carácter definitivo; en consecuencia, las demás decisiones incluyendo los acuerdos mediante los cuales se hace la convocatoria son meros actos de trámite que no pueden ser sometidos a escrutinio judicial en sede de nulidad. 

Formuló, de manera subsidiaria, la excepción de “Observancia de las disposiciones demandadas a los preceptos de carácter constitucional o legal en que se fundamentan”, consistente en que la disposición demandada lo que hace es reproducir y cumplir en lo pertinente preceptos de mayor jerarquía, de acuerdo al Decreto Reglamentario 3982 de 2006, que reglamentó parcialmente el Decreto 1278 de 2002, en el que estableció el procedimiento de selección mediante concurso para la carrera docente y determinó los criterios para su aplicación y que en  su artículo 5° estipuló que la CNSC realizará su convocatoria del concurso y el cronograma que fije para la aplicación de las pruebas de aptitudes, de competencias básicas y psicotécnicas y el ICFES se encargará del diseño y aplicación de las mismas. 

Que a su vez, el artículo 7°, ibídem, estableció que podrían inscribirse quienes acreditaran los requisitos previstos en los artículos 116 y 118 de la Ley 115 de 1994 y 3° y 10° del Decreto Ley 1278 de 2002 y el parágrafo 1° estableció que la convocatoria establecerá la afinidad entre los títulos de los profesionales no licenciados en educación y los énfasis de las licenciaturas con los niveles, ciclos, áreas del conocimiento en las que los aspirantes podrán inscribirse de acuerdo con los criterios definidos por el Ministerio de Educación Nacional.

Que al Ministerio de Educación Nacional le corresponde  fijar los criterios de afinidad, diferenciando entre títulos idóneos para el ejercicio de la docencia, restringiendo aquellos que no resulten aptos conforme al área de conocimiento, por no cubrir la finalidad, el carácter y los objetivos de los niveles, ciclos y áreas del conocimiento requerido como en el caso de los zootecnistas. Que para el caso, la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior –CONACES-, realizó un estudio técnico para determinar los títulos afines para las áreas ofertadas en las convocatorias 056 a 122 de 2009, del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales.

Que con base en tal estudio, el Ministerio de Educación Nacional, solicitó el 22 de abril de 2009 a la CNSC tener en cuenta los criterios allí establecidos en donde se excluyeron de la carrera docente algunas de las profesiones relacionadas en la demanda, solicitud que fue reiterada el 24 del mismo mes y año; que en ejercicio de la facultad reglamentaria, el Ministerio de Educación Nacional se encuentra autorizado para fijar los criterios técnicos para su realización y que la CNSC no puede apartarse de las directrices dadas por el Ministerio, sin que se quebranten normas de carácter constitucional, ni los artículos 8° y 16 del Decreto 1278 de 2002. 

Que de acuerdo al Decreto 1227 de 2005 la CNSC se encontraba autorizada para expedir el Acuerdo 098 de 2009 mediante el cual se modificó el artículo 15 de los Acuerdos 028 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009, correspondiente a las Convocatorias Nos. 056 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Las partes guardaron silencio.

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

La intervención del Procurador Tercero Delegado ante el Consejo de Estado, se concretó en la solicitud de denegar las pretensiones de la demanda, por las siguientes razones
:

Indicó que no deben prosperar las excepciones de inepta demanda por indebida fundamentación del concepto de violación y de atacarse en acción de simple nulidad un acto administrativo de trámite, debido a que la parte actora cumplió con el requisito o exigencia de carácter procesal contenida en el ordinal 4° del artículo 137 del C.C.A. al poner de presente su apreciación jurídica sobre el particular, con fundamento en las normas constitucionales y legales que regulan la materia, tales como los apartes del estatuto docente para plantear la infracción al ordenamiento jurídico en relación con la exclusión de una profesión dentro de los cargos de profesional no licenciado del nivel secundaria y media, con desconocimiento del mérito y la preparación académica de los aspirantes que les imposibilita el acceso al servicio público en el área de la docencia y su ascenso.

Que además, el Acuerdo demandado se trata de un verdadero acto administrativo, que fijó condiciones y requisitos para el ingreso a la carrera administrativa por lo que puede ser juzgado por las causales contempladas en el artículo 84 del C.C.A., al generar o privar de derechos a quienes desean participar en dicho proceso y que produce un efecto jurídico en relación con el derecho que puede tener hacer parte de esa lista y que por ello, se puede decir que se trata de un acto administrativo.

Añadió que el régimen de carrera docente se trata de un régimen especial contemplado en la Ley 115 de 1994, artículos 116 a 118, modificados por la Ley 1297 de 2009, en donde se establece que quienes sean profesionales en otras áreas distintas a la de profesional de la educación o licenciado puede también ejercer la docencia en el área de su especialidad o afín. 

Que con base en el artículo 111 de la Ley 115 de 1994, se expidió el Decreto 1278 de 2002 o estatuto de profesionalización docente en el que se fijaron los requisitos para ingresar al servicio educativo estatal. Que en la sentencia C- 1169 de 23 de noviembre de 2004 se declaró inexequible el artículo 7° del Decreto 1278 de 2002, porque se excedió el Presidente en sus funciones al modificar el artículo 116 de la Ley 115 de 1994, al imponer nuevos títulos para el ejercicio de la profesión docente.

Que mediante el Decreto Reglamentario 3982 de 2006 se estableció el procedimiento de selección mediante concurso para la carrera docente y sus criterios de aplicación y que, respecto a la convocatoria, los artículos 5° y 6° indican que le corresponde realizarla a la CNSC. Que dicha norma en su artículo 7° señala los requisitos para participar en los concursos.

Que por ello, tal entidad era la competente para realizar las convocatorias Nos. 56 a 120 para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales certificadas llevadas a cabo mediante los Acuerdos Nos. 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009, es decir, que la Convocatoria 057 de 25 de marzo de 2009, a que se refiere el demandante, se encuentra allí incluida.

Que el acto acusado modificó los criterios que determinan la participación en el concurso respecto a la afinidad de títulos con los niveles, ciclos o áreas del conocimiento de los empleos convocados, con base en el concepto remitido a la CNSC mediante Oficio de 22 de abril de 2009, radicado con el No. 010680 de 23 de abril de 2009, por la Dirección de Calidad para la Educación Básica y Media del Ministerio de Educación, sobre el estudio realizado por los expertos de la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior -CONACES- donde analizaron los núcleos básicos de conocimiento de cada carrera y su malla curricular.

Además, que la entidad demandada basó su decisión en el criterio expresado por el Ministerio de Educación Nacional, con base en la facultad reglamentaria dispuesta en el parágrafo 1° del artículo 7° del Decreto 1278 de 2002 a quien le corresponde fijar los criterios de afinidad, diferenciar entre títulos idóneos para el ejercicio de la docencia y restringir aquellos no aptos conforme al área de conocimiento, por no cubrir la finalidad, el carácter y los objetivos de los niveles, ciclos y áreas del conocimiento requerido, como en el caso de los Zootecnistas, del que la CNSC no podía apartarse.

Se refirió a las comunicaciones sostenidas entre la Comisión Nacional del Servicio Civil y el Ministerio de Educación Nacional referentes a los criterios técnicos y a la decisión final tomada y concluyó que se atendió al concepto emitido por CONACES.

Concluyó, que la CNSC con la expedición del acto demandado no vulneró ningún derecho fundamental ni de rango constitucional pues no se pretendió favorecer carrera alguna, pues la exclusión de la carrera de zootecnia bajo un criterio técnico razonable proferido por la autoridad competente no vulneró  los artículos 7°, 8° y 16° del Decreto 1278 de 19 de julio de 2002, en tanto que todas las personas que acrediten los requisitos allí exigidos pueden aspirar a ser docentes, pero existe una restricción de carácter legal respecto a la afinidad con el área de conocimiento que corresponde evaluar al Ministerio de Educación Nacional, quien decide sobre la afinidad de dichos estudios superiores para los profesionales no licenciados que aspiran a ser docentes, pues si bien es cierto, en principio, todas las profesiones son aptas para ejercer docencia, no todas son afines a los mismos niveles, ciclos y áreas de la educación, razón por la que es necesario diferenciarlas.

 



CONSIDERACIONES

1. El problema jurídico.

El problema jurídico se contrae a determinar si el artículo 1° del Acuerdo No. 098 de 29 de abril de 2009, proferido por la Comisión Nacional del Servicio Civil, en cuanto modificó el numeral 2° del artículo 15 de los Acuerdos Nos. 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias 56 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales, en cuanto a las profesiones no licenciadas para el ejercicio docente en el nivel de básica secundaria y media, en el área de ciencias naturales y medio ambiente, quebranta el ordenamiento jurídico invocado en la demanda e incurre en expedición irregular.

Atendiendo a la falta de claridad de la demanda y previo a resolver el problema jurídico planteado, la Sala abordará el análisis de los siguientes tópicos: (i) De los cargos formulados, (ii) De la competencia de ésta Subsección para decidir sobre la legalidad de la norma acusada y (iii) el aparte normativo que será objeto de análisis. 

2. Cuestión preliminar.

2.1. De los cargos de la demanda.

A fin de establecer el asunto materia de debate a la luz de lo planteado por el actor en el escrito de demanda, es que la Sala estima necesario hacer las siguientes precisiones: 

Como se advierte, el actor formuló de manera indistinta en la demanda cargos de nulidad por inconstitucionalidad y por ilegalidad. 

Los primeros, de inconstitucionalidad, los fundamenta en la violación de   los artículos 13, 25, 29 y 125 de la Constitución Política, por desconocimiento del derecho a la igualdad, el derecho al trabajo, al debido proceso y el acceso a la función pública de quienes ostentan los títulos de carreras tales como medicina, veterinaria, ingeniería sanitaria, de alimentos y en especial zootecnia, por su exclusión de los concursos docentes plasmados en las Convocatorias 56 a 120 de 2009, en relación con quienes ostentan títulos docentes cuya participación fue permitida en la mencionada convocatoria, pues en principio estaban incluidas en la convocatoria del Departamento de Antioquia correspondiente al Acuerdo No. 029 de 25 de marzo de 2009 y anteriores. 

Que de acuerdo a la información suministrada en la página web de la Universidad Nacional sobre los programas y énfasis de algunas de las carreras allí ofrecidas que quedaron incluidas, tales como agronomía, ingeniería de petróleos, forestal y agrícola, en comparación con la estructura o núcleo básico de conocimiento y énfasis de la zootecnia, que fue excluida mediante el acuerdo demandado, se presenta mínima diferencia o afinidad con el área de ciencias naturales y medio ambiente. Que la zootecnia está considerada como una ciencia biológica por cuanto su estudio se refiere a las clases de seres vivos.
Que así mismo, se impidió el acceso a la función pública, no se protegió el derecho al trabajo y ni se dio aplicación al debido proceso por parte de las autoridades administrativas al no permitirse el acceso a los cargos públicos con aplicación de criterios objetivos para la selección de los más idóneos pues se excluyó a una gran cantidad de profesiones; que como se trata de un concurso abierto debe existir libre concurrencia e igualdad para quienes acrediten los requisitos exigidos y sin discriminación alguna. Que con la discriminación señalada se impide el acceso a la administración pública.

En lo que se refiere a los cargos por ilegalidad, los cimentó, en el  desconocimiento del artículo 7° del Decreto 1278 de 2002 que dispone que el ingreso al servicio educativo estatal se hará por concurso de méritos y se debe ejercer la docencia en el área de conocimiento de su formación y que muchos de los profesionales convocados no tienen la formación exigida para ser docentes en el área de ciencias naturales y medio ambiente. Que se desconocieron los artículos 7°, 8° y 16 del Decreto 1278 de 2002
, al excluir la carrera de zootecnia como profesión válida para aspirar a docente no licenciado en el nivel de secundaria y media, en el área de ciencias naturales y educación ambiental
, pues dicha modificación afectó el capítulo 3°, artículo 15, numeral 2° del Acuerdo 029 de 25 de marzo de 2009, mediante el que se convocó a concurso abierto de méritos para proveer vacantes de docentes y directivos docentes de las instituciones educativas del Departamento de Antioquia – Convocatoria 057 de 2009-, en lo que se refiere a profesiones no licenciadas y en concreto, al nivel de básica secundaria y media, del área de ciencias naturales y medio ambiente, con base en el Oficio de 22 de abril de 2009 en el que la Dirección para la Calidad de la Educación del Ministerio de Educación Nacional, conceptuó sobre la afinidad de títulos con los niveles, ciclos o áreas de conocimientos de los empleados convocados, teniendo en cuenta los núcleos básicos de conocimiento de cada carrera y su malla curricular. 

En el escenario de las causales de nulidad expuestas frente al Acuerdo 098 de 29 de abril de 2009, inicialmente observa la Sala, que las censuras por ilegalidad cuentan con idéntico fundamento que las esgrimidas por inconstitucionalidad; pues como se advierte, esencialmente los reparos se concretan en que el Acuerdo, con criterios técnicos no objetivos, no incluyó varias profesiones en el concurso docente para el caso de los profesionales no licenciados del nivel de secundaria y media y referente a las ciencias naturales y a la educación ambiental. Hizo especial énfasis en la carrera de zootecnia, frente a la que se impide el ejercicio de la docencia en el área de su formación de acuerdo al artículo 7° del Decreto 1278 de 2002.

Como se aprecia de los cargos formulados, en el presente asunto, el demandante propuso en el concepto de violación, un debate de control de legalidad, prioritariamente, pues a pesar de que citó como normas violadas preceptos de la Constitución, es claro que persigue que se haga un análisis de los criterios técnicos y la motivación que llevó a la Comisión Nacional del Servicio Civil a la exclusión de la carrera de zootecnia de los concursos docentes señalados, con base en la expedición del Acuerdo 098 de 2009, situación que deviene en el análisis del Decreto 1278 de 2002, artículos 7, 8 y 16, lo que significa que derivan de manera indirecta los cargos de inconstitucionalidad por violación de los artículos 13, 25, 29 y 125 de la Carta Política, de la violación directa del Decreto 1278 de 2002, artículos 7, 8 y 16.

En efecto, es del concepto de violación, que se desprende ésta consideración habida cuenta que el numeral 7° del artículo 97 del C.C.A. prevé que el control de constitucionalidad se debe ejercer cuando se propone un debate de confrontación directa entre el ordenamiento jurídico demandado y la Constitución. Si la confrontación es indirecta es porque amerita el análisis previo del ordenamiento jurídico inferior a la Constitución y superior a la norma demandada, para la Sala, se trata entonces de un control de legalidad y, por lo tanto, la competencia radica en ésta Subsección.

En ese orden de ideas, las objeciones por inconstitucionalidad, no son de aquellas en las que el análisis de la conformidad con el ordenamiento jurídico se establece mediante su confrontación directa con la Carta Política; pues en este asunto, el parangón debe realizarse en forma inmediata y directa frente a una norma de rango meramente legal, como lo es el Decreto 1278 de 2002, si se tiene en cuenta que es precisamente tal norma la que impone el ingreso a la carrera docente a través de concurso de méritos. 

2.1.1. De los vicios que se endilgan al acto demandado. 

Ahora bien, en este estado del análisis, se hace necesario precisar, que el principio de legalidad se refiere a que la actuación de la Administración se encuentra sujeta al ordenamiento jurídico, entendido como aquel conjunto de normas que deben obedecer a una jerarquía, en tanto que unas normas dependen de otras según su importancia
; por manera, que todos los actos que emita la Administración al igual que todas sus actuaciones deben respetar esas normas jurídicas superiores. En otras palabras, la Administración encuentra una limitante para ejercer su actividad, en la legalidad, no pudiendo hacer todo aquello que quiera sino sólo lo que la Ley le permita, presupuesto básico del Estado Social de Derecho. 

Como en el plano de lo fáctico es posible que la Administración transgreda el  principio de legalidad, es entonces cuando en el panorama surgen las irregularidades o vicios de su actuación; de suerte, que existen los vicios formales, que son aquellos que operan de pleno derecho, habida cuenta que representan la vulneración a la objetividad del ordenamiento jurídico y los vicios materiales, que por el contrario, no surgen de la mera confrontación con el ordenamiento, sino que nacen de la comprobación de circunstancias de hecho, es decir, de los comportamientos concretos de la Administración.

De manera particular, el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, como causales de nulidad de los actos administrativos, contempla los vicios formales: de infracción de las normas en las que deben fundarse, expedición por funcionario u organismo incompetente y expedición irregular y como vicios materiales: su emisión con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o corporación que lo profirió.

El vicio formal de infracción de las normas en las que el acto debe fundarse, referidas dichas normas, a todas aquellas que componen el ordenamiento jurídico, por manera que objetivamente implica la confrontación del acto con la norma superior, se trata entonces de un problema de derecho; la incompetencia, que consiste en que la autoridad administrativa adopta una decisión sin encontrarse legalmente facultada para ello, teniendo en cuenta que no se puede salir del marco constitucional y legal que le señala su competencia; y, la expedición irregular, que acontece cuando se emite el acto sin sujeción a un procedimiento y unas fórmulas determinadas. 

El vicio material de desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, es una causal implícita en el Derecho administrativo, porque forma parte de la garantía constitucional básica al debido proceso; la falsa motivación, que se traduce en el error de hecho o de derecho que en determinado momento puede afectar la legalidad del acto y  el desvío de poder, que es la intención con la cual la autoridad toma una decisión persiguiendo un fin diferente al previsto por el Legislador. 

Ahora bien, en el entendido que la glosa planteada por el accionante se fundamenta en que el Acuerdo 098 de 2009 excluyó “gran cantidad de profesionales entre ellos los zootecnistas”
 del concurso docente de las convocatorias 56 a 120, por aplicación de “supuestos criterios técnicos que no son reales”
 y que se da la violación de los artículos 7, 8 y 16 del Decreto 1278 de 2002, encuentra la Sala, que de conformidad con la clasificación de los vicios que afectan al acto administrativo, el reparo tal como se encuentra esbozado, se dirige al desconocimiento de las normas en las cuales debía fundarse y a la expedición irregular por la aplicación de criterios técnicos no objetivos, cargos éstos sobre los que se pronunciará la Sala.

A ésta conclusión se arriba en atención al principio de acceso a la administración de justicia y porque es claro que según el artículo 84 del C.C.A.  aplicable, el carácter público que se imprimió a la acción de nulidad permite que pueda ser interpuesta por cualquier persona, lo anterior sin que llegue a invadirse la órbita obligacional que le asiste al accionante en la construcción de la demanda, sencillamente porque en éste caso se cumplió con la carga de la argumentación mínima pese a que no se determinó con claridad la denominación del cargo formulado.

Es por ello que la Sala entiende, que los vicios a que alude el actor son el formal de infracción de las normas en la que la actuación acusada debe fundarse y de expedición irregular.

2.2. Competencia de esta Subsección para decidir sobre la legalidad de la norma acusada.

El artículo 128-1 del C.C.A. dispone que el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá privativamente y en única instancia de los procesos de nulidad de los actos administrativos expedidos por las autoridades del orden nacional.

En relación con la distribución de los negocios entre las distintas Secciones del Consejo de Estado, el artículo 1° del Acuerdo 55 de 2003, que modificó el artículo 13 del Acuerdo 58 de 1999, por el que se adoptó el Reglamento de esta Corporación, dispuso que la Sección Segunda conocería de los procesos de simple nulidad de actos administrativos que versen sobre asuntos laborales. 

Para nuestro caso, el acto demandado se trata del Acuerdo 098 de 2009 proferido por la Comisión Nacional del Servicio Civil, que determinó la modificación de los Acuerdos Nos. 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009, que dieron apertura a las convocatorias 56 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales certificadas. Este acto fue proferido en  “ejercicio de las facultades que le otorga el artículo 130 de la Constitución Política, y su competencia reconocida a nivel jurisprudencial de administración y vigilancia de la carrera docente” asunto éste eminentemente laboral pues determina requisitos de participación en un concurso de méritos de acceso a la carrera administrativa
.

Como ya quedó dicho, aunque los argumentos de la demanda aluden a principios de carácter constitucional, no refieren de manera directa su vulneración pues el ataque judicial propuesto por el demandante también implica la confrontación del acto acusado frente preceptos legales por los mismos argumentos de los cargos de inconstitucionalidad lo que a la luz del análisis señalado, verifica aún más la competencia de ésta Subsección para conocer de la acción propuesta pues no se trata de una acción de nulidad por inconstitucionalidad, sino de la acción de nulidad simple contra un acto administrativo, modificatorio de convocatoria docente.

2.3. De la norma demandada.

En este caso se demanda la nulidad de la totalidad del Acuerdo 098 de 2009, proferido por la Presidenta de la Comisión Nacional del Servicio Civil, por medio del cual se “modifican  los Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92, y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias números 56 a 120 del concurso abierto de méritos para  proveer los empleos vacantes de Docentes y Directivos Docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales”, cuyo tenor es el siguiente: 
“COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-

ACUERDO No. 098 de 2009

(29 de abril)

"Por el cual se modifican  los Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92, y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias números 56 a 120 del concurso abierto de méritos para  proveer los empleos vacantes de Docentes y Directivos Docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales”  

LA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-, 

En ejercicio de las facultades que le otorga el artículo 130 de la Constitución Política, y su competencia reconocida a nivel jurisprudencial de administración y vigilancia de la carrera docente, y 

CONSIDERANDO:

Que mediante Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009 se abrieron las Convocatorias 56 a 120 a concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales certificadas. 

Que se han recibido derechos de petición solicitando precisión sobre los títulos aptos para ejercer la docencia según el nivel, ciclo o área de conocimiento, que llevó a hacer un análisis cuidadoso con el Ministerio de Educación Nacional, para lograr una mayor precisión en este tema, de tal manera que se garantice el derecho de participar con fundamento en razones técnicas. 

Que mediante Oficio del 22 de abril de 2009, radicado en la Comisión bajo el número 010680 del 23 de abril de 2009, y demás documentos producidos a partir del trabajo conjunto con la CNSC, la Dirección de Calidad para la Educación Preescolar, Básica y Media del Ministerio de Educación Nacional conceptuó sobre la afinidad de títulos con los niveles, ciclos o áreas de conocimiento de los empleos convocados, como producto de un estudio juicioso realizado por los expertos de la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior -CONACES-, los cuales analizaron los núcleos básicos de conocimiento de cada carrera y su malla curricular. 

Que a los docentes y directivos docentes que se rigen por el Estatuto Docente expedido mediante Decreto 2277 de 1979, se les debe garantizar su derecho a concursar para ascender a cargos directivos docentes sin solución de continuidad, conservando las condiciones establecidas en dicho estatuto. 

Que de acuerdo con lo señalado, se hace necesario modificar los artículos 15, 16 y 45 de los Acuerdos 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009. 

En mérito de lo expuesto,   

ACUERDA:

ARTÍCULO PRIMERO.- Modifíquese el artículo 15 de los Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92, y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias 56 a 120 de concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales, el cual quedará así: 

 “ARTÍCULO 15º. REQUISITOS MÍNIMOS PARA LOS EMPLEOS DOCENTES. Para inscribirse en el presente concurso de méritos para empleos de docentes, el aspirante debe tener como mínimo el título de normalista superior de una escuela normal debidamente transformada y acreditada por el Ministerio de Educación Nacional, tecnólogo en educación, licenciado o postgrado en educación o profesional con título diferente al de licenciado. 

Para la inscripción se establecen los siguientes criterios que determinan la participación en el concurso: 

1. El normalista superior o Tecnólogo en Educación sólo podrá presentarse para ejercer la función docente en el nivel de educación preescolar o en el ciclo de educación básica primaria. 

2. El profesional no licenciado sólo podrá presentarse para ejercer la función docente en los niveles, ciclos y áreas afines a su formación, tal como se detalla a continuación:

	Nivel/Ciclo/Área
	Título Profesional

	Preescolar
	Psicología

	Primaria
	Psicología

	Secundaria y Media:                                                

	· Ciencias Naturales y Educación Ambiental
	Agronomía, Biología, Microbiología, Química, Ecología, Ingenierías: Ambiental, Química, Agrícola, Forestal y de Petróleos.

	· Ciencias Sociales
	Geografía, Historia, Sociología

	· Educación Artística - Artes Plásticas
	Arquitectura, Diseño Gráfico, Artes Plásticas o Bellas Artes

	· Educación Artística - Artes Escénicas
	Artes Visuales, Artes Escénicas, Arte Dramático o Bellas Artes.

	· Educación Artística - Música
	Música o Bellas Artes

	· Educación Artística - Danzas
	Artes Escénicas, Bellas Artes.

	· Educación Religiosa
	Teología, Filosofía, Estudios Religiosos y Ciencias Bíblicas

	· Educación Ética y Valores
	Filosofía, Teología, Estudios Religiosos.

	· Humanidades y Lengua Castellana
	Lenguas Modernas, Literatura, Lingüística y Filología.

	· Idioma Extranjero - Inglés
	Lenguas Modernas, Literatura Inglesa, Filología e Idiomas, Traducción inglés.

	· Matemáticas
	Estadística, Matemáticas, Ingenierías.

	· Tecnología e Informática
	Ingenierías de Sistemas, Telemática, Eléctrica. Electrónica, Telecomunicaciones, Administrador de Sistemas de Información, Diseño Industrial.

	· Educación Física, Recreación y Deporte
	Entrenamiento y/o Administración Deportiva, Deportes

	· Ciencias Naturales - Química
	Química, Microbiología, Bacteriología Ingenierías: Sanitaria, De Alimentos, Química y De Petróleos.

	· Ciencias Naturales - Física
	Física, Geología, Ingenierías: Civil, Mecánica,  Eléctrica, Electrónica, de Materiales, Mecatrónica y de Petróleos.  Automatización Electrónica.

	· Filosofía
	Filosofía, Teología.

	· Ciencias Económicas y Políticas
	Administración: de Empresas, Pública y Financiera; Finanzas, Relaciones Internacionales, Negociación Internacional, Ciencias Políticas, Derecho, Economía, Geografía, Historia, Sociología, Antropología y Contaduría Pública.


3. Los licenciados con énfasis en un área de formación podrán inscribirse de acuerdo con las siguientes afinidades entre formación y área de conocimiento:

	Nivel/Ciclo/Área
	Licenciatura

	Preescolar
	· Lic. en Educación  Preescolar (solo, con otra opción o con énfasis).

· Lic. en Educación Infantil (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Pedagogía (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Psicopedagogía

· Lic. en Educación Especial o Necesidades Educativas Especiales

	Primaria
	· Licenciado en Educación Primaria

· Lic. en Educación Básica (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Educación Especial (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Pedagogía (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Psicopedagogía

· Licenciados en educación, cualquiera sea su área de formación.

	Secundaria y Media

	· Ciencias Naturales y Educación Ambiental
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en ciencias naturales y/o medio ambiente.

· Lic. en Biología (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Ciencias Naturales (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Química 

· Lic. en Educación Ambiental (solo, con otra opción o con énfasis) 

· Lic. en Ciencias Agropecuarias o Pecuarias (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Educación con énfasis en biología y/o química.

	· Ciencias Sociales
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en ciencias sociales

· Lic. en Ciencias Sociales (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Historia (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Educación con énfasis en ciencias sociales o económicas 

· Lic. en Geografía (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Humanidades

· Lic. en  Filosofía

· Lic. en Educación con énfasis en ciencias sociales y/o económicas

	· Educación Artística – Artes Plásticas
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en educación artística

· Lic. en Educación Artística

· Lic. en Bellas Artes

· Lic. en Arte y Folclor

· Lic. en Formación Estética

· Lic. en Artes Plásticas

· Lic. en Artes Visuales

· Lic. en Educación con énfasis en educación artística

	· Educación Artística – Artes Escénicas
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en educación artística

· Lic. en Educación Artística 

· Lic. En Bellas Artes

· Lic. en Arte y Folclor

· Lic. en Formación Estética

· Lic. en  Arte Dramático

· Lic. en Artes Escénicas

· Lic. en Arte Teatral

· Lic. en Educación con énfasis en educación artística

	· Educación Artística - Música
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en educación artística

· Lic. en Educación Artística 

· Lic. En Bellas Artes

· Lic. en Arte y Folclor

· Lic. en Formación Estética

· Lic. en Educación Musical

· Lic. en Educación con énfasis en educación artística

	· Educación Artística - Danzas
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en educación artística

· Lic. en Educación Artística 

· Lic. En Bellas Artes

· Lic. en Arte y Folclor

· Lic. en Formación Estética

· Lic. en Danzas 

· Lic. en Educación con énfasis en educación artística

	· Educación Religiosa
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en educación religiosa Lic. en Ciencias o Educación Religiosa (solo, con otra opción o con énfasis).

· Lic. en Filosofía (solo, con otra opción o con énfasis).

· Lic. en Estudios Bíblicos.

· Lic. en Ética  (solo, con otra opción o con énfasis).

· Lic. en Educación con énfasis en Teología, Filosofía o Religión)

· Lic. en Educación con énfasis en educación religiosa

	· Educación Ética y Valores
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en humanidades

· Lic. en Ética (solo, con otra opción o con énfasis).

· Lic. en Orientación y Pedagogía

· Lic. en Ciencias o Educación Religiosa (solo, con otra opción o con énfasis).

· Lic. en Filosofía (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Ciencias Sociales (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Humanidades

· Lic. en Educación con énfasis en humanidades

	· Humanidades y Lengua Castellana
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en lengua castellana y/o humanidades

· Lic. en Español (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Lingüística y Literatura

· Lic. en Filología o Lenguas Modernas (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Lengua Castellana (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Enseñanza de la Lengua (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Filosofía y Letras

· Lic. en Educación con énfasis en humanidades

	· Idioma Extranjero - Inglés
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en inglés

· Lic. en Idiomas - Inglés

· Lic. en Filología o Lenguas Modernas

· Lic. en Educación con énfasis en inglés y/o idiomas

	· Matemáticas
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en educación matemática

· Lic. en Matemáticas (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Educación con énfasis en matemáticas

	· Tecnología e Informática
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en tecnología y/o informática

· Lic. en Diseño Tecnológico

· Lic. en Tecnología

· Lic. en Educación Tecnológica 

· Licenciatura en Informática

· Lic. en Eléctrica

· Lic. en Electrónica

· Lic. en Enseñanza de las Tecnologías

· Lic. en Tecnología Educativa

· Lic. en Matemáticas y Computación

· Licenciatura en educación industrial o tecnológica

· Lic. en Educación con énfasis en tecnología y/o informática

	· Educación Física, Recreación y Deporte
	· Lic. en Educación Básica con énfasis en educación física, deportiva o recreación

· Lic. en Educación Física (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Recreación y Deporte

· Lic. en Cultura Física y Deporte

· Lic. en Educación con énfasis en educación física, recreación y deporte

	· Ciencias Naturales - Química
	· Lic. en Química (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Biología y Química

· Lic. en Física  y Química

· Lic. en Educación con énfasis en química

	· Ciencias Naturales – Física
	· Lic. en Física (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Educación con énfasis en física

	· Filosofía
	· Lic. en Filosofía (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Educación con énfasis en filosofía

	· Ciencias Económicas y Política
	· Lic. en Ciencias Sociales (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Filosofía  (solo, con otra opción o con énfasis)

· Lic. en Historia y/o Geografía

· Lic. en Educación con énfasis en ciencias económicas y/o sociales


4. Los licenciados o profesionales no licenciados que tengan un título de postgrado en educación podrán presentarse para ejercer la función docente en el nivel, ciclo o área afín a este título. En la documentación que se entregue para la verificación de requisitos y valoración de antecedentes, deberá sustentar la decisión tomada.

PARÁGRAFO: Para los efectos previstos en el literal i) del artículo 6° de la Ley 133 de 1994, los aspirantes a un cargo docente en el área de educación religiosa para acreditar su idoneidad deberán aportar la certificación expedida por la autoridad que corresponda, dentro de la organización de su iglesia o confesión reconocida, a la que asista o enseñe, conforme a sus reglamentos internos. En todo caso, este requisito no lo exime del título válido para ejercer la docencia”.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Modifíquese el artículo 16 de los Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92, y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias 56 a 120 de concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 16º. REQUISITOS MÍNIMOS PARA EMPLEOS DE DIRECTIVOS DOCENTES. Para inscribirse en el presente concurso de méritos para empleos de directivos docentes, el aspirante debe cumplir con los siguientes requisitos mínimos:

	CARGO
	REQUISITOS MÍNIMOS

	Director Rural
	Título de Normalista Superior, o de Licenciado en Educación o de Profesional no licenciado.

Cuatro (4) años de experiencia profesional

	Coordinador
	Título de Licenciado en Educación o de Profesional no licenciado.

Cinco (5) años de experiencia profesional.

	Rector
	Título de Licenciado en Educación o de Profesional.

Seis (6) años de experiencia profesional.

	La experiencia profesional que se acredite como docente o directivo docente deberá ser debidamente certificada, de conformidad con lo señalado en los reglamentos al presente Acuerdo.

Cuando se acredite experiencia profesional diferente a la de docente o directivo docente, ésta debe ser en cargos cuyas funciones correspondan a manejo de personal, finanzas o planeación, lo cual debe ser debidamente acreditado en la certificación respectiva de conformidad con lo señalado en los reglamentos al presente Acuerdo.


PARÁGRAFO: Los docentes o directivos docentes nombrados en propiedad en el marco del Decreto 2277 de 1979, podrán concursar para los cargos directivos docentes de la presente convocatoria, sin que su aprobación, nombramiento en período de prueba y nombramiento en propiedad afecte su solución de continuidad, conservando así las condiciones establecidas en el Decreto-ley 2277 de 1979”. 
ARTÍCULO TERCERO.- Adiciónese un parágrafo al artículo 45 de los Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92, y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias 56 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales, que dice así: 

“PARÁGRAFO. Los directivos docentes que superen el período de prueba, serán inscritos en el Escalafón de acuerdo con el título que acrediten, de conformidad con lo definido por el Decreto 1278 de 2002, salvo los servidores estatales nombrados en propiedad en un cargo público docente regidos por el Decreto 2277 de 1979, quienes, sin solución de continuidad, conservarán las condiciones establecidas por este Estatuto. Su cargo docente o directivo docente de origen, sólo podrá ser provisto de manera temporal hasta tanto el servidor supere el período de prueba en el nuevo cargo. Si no lo superan serán regresados a su cargo de origen”.

ARTÍCULO CUARTO.- Los demás artículos de los Acuerdos números 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las Convocatorias 56 a 120 de 2009, continúan vigentes.

ARTÍCULO QUINTO.- El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de expedición y publicación en la página web de la Comisión de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 33 de la Ley 909 de 2004.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE”

Como se advierte de la parte histórica de ésta providencia, los cargos señalados se dirigen exclusivamente frente al artículo primero del Acuerdo transcrito, en cuanto modificó el numeral 2° del artículo 15 de los Acuerdos Nos. 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009, correspondientes a las Convocatorias 56 a 120 referidas, particularmente al numeral 2°, en cuanto a las profesiones no licenciadas y en concreto, al nivel de básica secundaria y media, en el área de ciencias naturales y medio ambiente, respecto a la exclusión de varias profesiones que se consideraban afines a dicha área, entre ellas, la zootecnia, veterinaria, medicina, ingeniería sanitaria, de alimentos, etc,

Así pues, atendiendo a que ni los fundamentos de la demanda, ni el concepto de violación hacen referencia o análisis de ilegalidad o inconstitucionalidad frente a la totalidad del Acuerdo en mención, la Sala atenderá al análisis de los cargos frente al artículo 1° del Acuerdo 098 de 2009, en el aparte pertinente a la modificación introducida al numeral 2° del artículo 15 de los Acuerdos Nos. 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009 correspondientes a las convocatorias 56 a 120 referidas, exclusivamente, en cuanto a las profesiones no licenciadas y en concreto al nivel de básica secundaria y media, en el área de ciencias naturales y medio ambiente, pues como se precisó la restante parte el Acuerdo 098 de 2009 no fue objeto de demanda en su integridad.

No hacer la anterior precisión y abordar el estudio del Acuerdo en su integridad con los limitados argumentos formulados en la demanda puede llevar a conclusiones erróneas y afectar por el fenómeno de la cosa juzgada contemplado en el artículo 175 del C.C.A. aplicable, posteriores debates que puedan presentarse sobre el mismo acto administrativo.

Es por las anteriores razones por las cuales, la Sala sólo abordará el estudio del problema jurídico a la luz de los cargos de nulidad por infracción de la norma en la que la actuación acusada debía fundarse y de expedición irregular, en la medida en que, en el sentir del demandante, al determinarse las profesiones afines al concurso docente para el caso de no licenciados, en lo correspondiente al nivel de secundaria y media para el área de ciencias naturales y educación ambiental, no se atendió a criterios técnicos objetivos.

3. De las excepciones propuestas. 

3.1. Excepción de Inepta demanda.

Consideró el apoderado de la Comisión Nacional del Servicio Civil, en síntesis, que el concepto de violación no permite inferir la ilegalidad del acto acusado, es decir que se trata de razonamientos insuficientes para cotejarlos con el ordenamiento jurídico superior y que la pretensión de nulidad debe fundamentarse en un mínimo ejercicio argumentativo y que no puede existir un debate serio a partir de las afirmaciones del actor.
.

Sobre éste aspecto valga indicar que la exigencia procesal contemplada en el numeral 4º del artículo 137 del C.C.A., se satisface cuando en el libelo demandatorio se consigne la invocación normativa y la sustentación de los cargos. Naturalmente, la parte actora, por la significación sustantiva que puede tener un concepto de violación en el que se evidencie de forma manifiesta la ilegalidad del acto acusado, requiere empeñarse en su elaboración, sin que sea exigible una estricta técnica jurídica.

Solamente en ausencia total de este requisito o cuando adolezca de la enunciación normativa sin la correspondiente sustentación, se entenderá defectuosa la demanda por carencia de uno de sus presupuestos y necesaria la subsanación en el lapso contemplado en el artículo 143 del C.C.A., aserto que ratifica el carácter formal de la exigencia plasmada en el artículo 137 numeral 4º ibídem.

Sobre éste requisito la Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-197 de 1999, señaló que carece de toda racionalidad que presumiéndose la legalidad del acto tenga el juez administrativo que buscar oficiosamente las posibles causas de nulidad de los actos administrativos, en especial frente a la gran cantidad de disposiciones normativas que regulan la actividad de la administración. Que por ello “no resulta irrazonable, desproporcionado ni innecesario que el legislador haya impuesto al demandante la mencionada obligación, la cual contribuye además a la racional, eficiente y eficaz administración de justicia, si se tiene en cuenta que el contorno de la decisión del juez administrativo aparece enmarcado dentro de la delimitación de la problemática jurídica a considerar en la sentencia, mediante la determinación de las normas violadas y el concepto de la violación Podría agregarse, que con el establecimiento de dichos requisitos el legislador desarrollo el deber previsto en el art. 95-7 de la Constitución para que quienes demandan actos administrativos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo contribuyan al buen funcionamiento de la administración de justicia.".

Esta misma exigencia ha sido objeto de numerosos pronunciamientos por parte de ésta Corporación, de la siguiente línea
:

“…

En los procesos contencioso administrativos, cuando se pretende la nulidad de actos administrativos, los cargos deben concatenarse con las normas que específicamente se consideran violadas y, además, debe explicarse el sentido de la infracción, pues, como lo ha sostenido esta Corporación, en el proceso contencioso administrativo no se da un control general de legalidad y el juzgador no tendrá que analizar sino los motivos de violación alegados por el actor y las normas que este mismo estime como vulneradas..”.

Considera la Sala que si bien, en este caso la demanda no abunda en argumentos y razones que sustenten la nulidad deprecada, si acude a un  elemental ejercicio argumentativo a partir del cual se indicó la que consideró  digresión normativa frente a la Constitución Política y a la ley, particularmente al Decreto 1278 de 2002, artículos 7, 8 y 16; además se refirió a los motivos por los que consideró que el Acuerdo 098 de 2009 contraría el ordenamiento jurídico vigente.

Así, la parte actora invocó las normas que consideró violadas y expuso los básicos motivos por los cuales estimó que el acto acusado desconoce presuntamente las normas de orden constitucional o legal que cita como transgredidas con lo cual se considera, se cumplió la carga procesal impuesta por la norma precitada. Además, otro asunto diferente es la prosperidad de los cargos contenidos en el concepto de la violación, de acuerdo a su solidez y pertinencia, situación ajena a la carga mínina impuesta por la norma, cuestión que se estudiará para decidir el fondo del presente asunto. 

En este orden de ideas, la excepción de inepta demanda propuesta por la Comisión Nacional de Servicio Civil no está llamada a prosperar.

3.2. Excepción de indebida utilización de la acción de nulidad para atacar actos administrativos de trámite.

Consideró la accionada que el Acuerdo No. 098 de 2009 es un acto de trámite dentro de las Convocatorias No. 056 a 120 de 2009, del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de instituciones educativas oficiales de entidades territoriales, es decir, que no es de carácter definitivo y, por lo tanto, no es susceptible de control judicial y por ello no cabe sobre él un pronunciamiento de fondo
.

Al respecto, debe decirse que en efecto, el artículo 50 del Código Contencioso Administrativo, aplicable al caso, prevé que son actos definitivos, los que “ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a una actuación cuando hagan imposible continuarla”. 

La referida norma hace una distinción entre actos administrativos definitivos y los actos de trámite. Los primeros son aquellos que concluyen la actuación administrativa, en tanto que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto y producen efectos jurídicos definitivos, mientras que los de trámite contienen decisiones administrativas necesarias para la formación del acto definitivo, pero por sí mismos no concluyen la actuación administrativa, salvo que, como lo prevé la norma, la decisión que se adopte impida que continúe tal actuación, caso en el cual se convierte en un acto administrativo definitivo porque le pone fin al proceso administrativo. De acuerdo a lo anterior, la determinación de un acto administrativo como acto definitivo o de trámite es fundamental para establecer si es susceptible de recursos por la vía gubernativa y así mismo de control jurisdiccional contencioso administrativo, conforme a los artículos 49, 50 y 84 del Código Contencioso Administrativo.

Para el caso de los concursos no siempre es diáfano el tema, razón que ha llevado a ésta Corporación
 a señalar que los actos proferidos en la trayectoria de un concurso para proveer cargos de carrera son considerados como actos de trámite y, por dicha razón, no son objeto directo de control jurisdiccional. Sin embargo, en ocasiones, los actos así considerados expedidos en las etapas del concurso que impiden continuar en el mismo pueden lesionar directamente los intereses de los participantes en el proceso de selección, aspecto que lleva a colegir que el acto se convierte en definitivo y puede ser demandado directamente ante la Jurisdicción.

En lo que concierne al presente caso, el Acuerdo No. 098 de 2009 no se trata  de un simple acto de trámite, pues se trata del acto reglamentario que modificó el acto de convocatoria, que por disposición legal gobierna todo el trámite y no está subordinado a los demás que se realicen posteriormente, es decir, tiene identidad propia y no depende de lo que suceda después de él. 

Según el artículo 31 de la Ley 909 de 2004 “por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”, el proceso de selección comprende la etapa de convocatoria “que deberá ser suscrita por la Comisión Nacional del Servicio Civil, el Jefe de la entidad u organismo, es norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes”. 

De acuerdo a ésta preceptiva, es la convocatoria, el acto más importante pues pasa a desarrollar todo el concurso público para proveer cargos por el sistema de méritos, pues impone las reglas del concurso y concluye definitivamente esa etapa, además se trata de la norma reguladora de todas las demás fases del concurso. 

Corolario de lo anterior, se tiene que para nuestro caso, el acto modificatorio de convocatoria, puede ser demandado directamente sin esperar a que se emita la lista de elegibles como acto final del proceso que rige el concurso de méritos. Se añade además, que por su carácter general, la convocatoria no es susceptible de recursos, y no puede obedecer a los demás actos que lo desarrollan, como el de elaboración de la lista de elegibles. Por el contrario, si el acto de convocatoria, dada su autonomía e importancia como norma reguladora del concurso, fuese retirado del ordenamiento jurídico, caerían las demás etapas del proceso y no al contrario. 

Se sigue de lo anterior que sí es demandable el Acuerdo 098 de 2009, pues no se trata de un acto de trámite al modificar las Convocatorias 56 a 120 del concurso abierto de méritos docentes, razón que lleva a concluir el fracaso de la excepción propuesta.

3.3. De la excepción subsidiaria.
Considera la Sala que la excepción subsidiaria de “observancia de las disposiciones demandadas a los preceptos de carácter constitucional y legal en que se fundamentan” como su nombre y definición arriba sintetizada lo indican, no ataca la procedencia de la acción incoada, sino que se trata una  excepción de mérito, que por su naturaleza y finalidad será desarrollada al decidir el fondo de la controversia.

4. Del fondo del asunto.

Para efectos de desatar la controversia, en primer lugar se hará precisión acerca de los siguientes aspectos relevantes: i) la carrera administrativa docente y el ámbito de competencia de la Comisión Nacional del Servicio Civil; ii) Las funciones del Ministerio de Educación Nacional y naturaleza y misión de CONACES y por último, (iii) la resolución de los cargos planteados.

4.1. De la carrera administrativa docente y de la competencia de la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Nuestra Carta Política establece en su artículo 125, que con excepción de los empleos de elección popular, de los de libre nombramiento y remoción, de los de los trabajadores oficiales y de los demás que determine la ley, los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera.  Así mismo, que los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público y que el ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes.

En el mismo sentido, la Ley 909 de 2004
, en su artículo 27, establece que la carrera administrativa es un sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público. Además señala, que para alcanzar este objetivo, el ingreso y la permanencia en los empleos de carrera administrativa se hará exclusivamente con base en el mérito, mediante  procesos de selección en los que se garantice la transparencia y la objetividad, sin discriminación alguna.

Así, la finalidad de los concursos, es que la vacante se llene con la mejor opción, es decir, con el concursante que haya obtenido el puntaje más alto, parámetro que evalúa y califica el mérito del aspirante para ser elegido o nombrado, por ello la entidad estatal que convoca a un concurso (abierto o cerrado), debe respetar las reglas que ella ha diseñado y a las cuales deben someterse, tanto los participantes en la convocatoria como ella misma. 

Ahora bien, a través de la Ley 27 de 1992, por la que se desarrolló el artículo 125 superior, extendió el marco de la carrera de los empleados públicos que prestan sus servicios en la rama ejecutiva del poder público a las organizaciones de nivel territorial y en lo que respecta al caso, especificó las funciones de la Comisión Nacional del Servicio Civil
, referente a la administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, a excepción de aquéllas que tengan carácter especial.

Empero, atendiendo a pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre las Leyes 61 de 1987 y 27 de 1992, específicamente sobre el tema de clasificación de los empleos del orden nacional y territorial, se hizo necesario realizar una reforma mediante la Ley 443 de 1998
, de tal manera que en su artículo 3º, amplió el campo de aplicación de la carrera administrativa expresamente a las Corporaciones Autónomas Regionales, Personerías, Entidades Públicas que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud, personal administrativo de las Instituciones de Educación Superior, primaria, secundaria y media vocacional y empleados no uniformados del Ministerio de Defensa, Fuerzas Militares y Policía. 

La mencionada norma, se refirió en su artículo 4º  a los sistemas específicos de carrera, como aquellos que en razón de la naturaleza de las entidades a las que se aplican, contienen regulaciones especiales para el desarrollo y aplicación de la carrera y se encuentran consagrados en leyes diferentes a las que regulan el sistema general, dentro de los que especificó al DAS, INPEC, Registraduría Nacional del Estado Civil, U.A.E. de Impuestos y Aduanas Nacionales, carrera docente, la diplomática y consular y personal científico y tecnológico de las entidades públicas que conforman el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología según su Parágrafo 2º. 

Agregó en su Parágrafo 1º, que la vigilancia y administración de estos sistemas especiales corresponde a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que  vale  la  pena resaltar por disposición del artículo 130 de la Carta Magna
, solo se creó para la vigilancia de la carrera de los servidores públicos, precisamente con excepción de las que tengan carácter especial. 

Es de resaltar que el Parágrafo 1º, precisó que la vigilancia y administración de estos sistemas especiales corresponde a la Comisión Nacional del Servicio Civil, norma sobre cuya exequibilidad la Corte Constitucional en sentencia C- 746 de 1999, tuvo oportunidad de referirse y en la que respecto a los regímenes especiales de carrera indicó que el origen de creación de un régimen: constitucional o legal, no es el único criterio para diferenciar si un régimen es especial o no, pues, al legislador le corresponde, al hacer las determinaciones del caso, atender la propia naturaleza del régimen y las consecuencias que su decisión implica. Consecuencias que adquieren trascendencia, como es que sobre un determinado régimen de creación legal, la Comisión Nacional del Servicio Civil tiene o no la competencia señalada en el artículo 130 de la Constitución.

Concluyó en tal oportunidad la Corte: 

“Por ello resulta constitucional que, dentro de la facultad del legislador (art. 150 de la Constitución), éste determine, como ocurrió en el presente caso, que los regímenes especiales de creación legal, a los que se refiere el artículo 4 de la ley 443, corresponda a la Comisión Nacional del Servicio Civil, su administración y vigilancia, en la forma como lo dispone el artículo 130 de la Constitución.” Resalta la Sala.

 
Aunado a lo anterior, debe recordarse que la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de la mayoría del articulado contenido en la Ley 443 de 1998 referido a las Comisiones Territoriales del Servicio Civil en sentencia C-372 de 1999 en el entendido que si la Comisión Nacional del Servicio Civil establecida por la Constitución es un organismo único encargado de administrar y vigilar por regla general el sistema de carrera, “ningún sentido tenía la existencia de comisiones independientes a nivel territorial, no previstas por aquélla, cuya función descoordinada e inconexa desvertebraría por completo la estructura que la Constitución había querido configurar”. 

Ahora bien, la Ley 909 de 2004
 señaló en su artículo 1º, que su objeto es la regulación del sistema de empleo público y el establecimiento de los principios básicos reguladores de la gerencia pública y señala que los empleos de carrera, los de libre nombramiento y remoción, de periodo fijo y temporales hacen parte de la Función Pública.  En su artículo 3º describe en forma taxativa sus destinatarios. 

En lo que refiere a la clasificación de la carrera administrativa, la Corte Constitucional ha precisado que existen tres tipos de carreras, a saber: (a) la administrativa general; (b) las especiales o específicas de creación Constitucional; y, (c) las especiales de creación legal
.

Asimismo, ha concluido que entre las carreras especiales de origen constitucional se pueden relacionar las de las Fuerzas Militares
, Policía Nacional
, Fiscalía General de la Nación
, Rama Judicial
, Contraloría General de la República
, Procuraduría General de la Nación
, agregando que dicho listado no era taxativo, por lo que determinó que el régimen de las universidades estatales era especial en virtud de lo dispuesto por el artículo 69 de la Constitución Política
. 

Igualmente, precisó que dentro de las carreras especiales de origen legal se encontraban las del personal que presta sus servicios “en el Departamento Administrativo de Seguridad, en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, en la Registraduría Nacional del Estado Civil, en la Dirección de Impuestos y Adunas Nacionales, la carrera diplomática y la carrera de docentes”
. Resalta la Sala.

Volviendo a la Ley 909 de 2004 – artículo 7°-, esta determinó que la entidad responsable de la administración y vigilancia de las carreras es la Comisión Nacional del Servicio Civil, excepto de las carreras especiales, y como un  órgano de garantía y protección del sistema de mérito en el empleo público en los términos establecidos en la presente ley, de carácter permanente de nivel nacional, independiente de las ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. 

Que además, con el fin de garantizar la plena vigencia del principio de mérito en el empleo público de carrera administrativa, la Comisión Nacional del Servicio Civil actuará de acuerdo con los principios de objetividad, independencia e imparcialidad y definió los principios que orientan el ingreso y el ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa: mérito
, libre concurrencia e igualdad en el ingreso
, publicidad
, transparencia en la gestión de los procesos de selección y en el escogimiento de los jurados y órganos técnicos encargados de la selección; especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutar los procesos de selección; garantía de imparcialidad de los órganos encargados de gestionar y llevar a cabo los procedimientos de selección y, en especial, de cada uno de los miembros responsables de ejecutarlos; confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad y competencias de los aspirantes a acceder a los empleos públicos de carrera; eficacia en los procesos de selección para garantizar la adecuación de los candidatos seleccionados al perfil del empleo y eficiencia en los procesos de selección, sin perjuicio del respeto de todas y cada una de las garantías que han de rodear al proceso de selección.

De igual modo, en su artículo 30 estableció que los concursos o procesos de selección serán adelantados por la Comisión Nacional del Servicio Civil, a través de contratos o convenios interadministrativos, suscritos con universidades públicas o privadas o instituciones de educación superior acreditadas por ella para tal fin. 

En torno a las anteriores consideraciones es oportuno recordar que, la Sección Segunda de esta Corporación
, al estudiar la legalidad del Decreto 3782 de 2007, “por el cual se reglamenta la evaluación anual de desempeño laboral de los servidores públicos docentes y directivos docentes que se rigen por el Decreto Ley 1278 de 2002”, concluyó que en lo que toca a la Comisión Nacional del Servicio Civil, y en atención a que la Corte Constitucional en la sentencia C-175 de 2006 determinó diferencias sustanciales entre algunos sistemas de carrera que tienen fuente directa en la Constitución y otros que son desarrollados por el legislador con fundamento en los artículos 125 y 130 de la carta y como quiera que “la carrera docente, aunque de naturaleza especial, está regulada solamente en la ley, la Comisión Nacional del Servicio Civil sí es la entidad llamada a intervenir y participar activamente en el gobierno de las actividades de ingreso y permanencia de los docentes por el sistema de mérito”.

Para el caso de la profesión docente de carácter oficial, su regulación está contenida entre otras normas, por las Leyes 115 de 1994, 715 de 2001 y los Decretos 2277 de 1979 y 1278 de 2002, éste último expedido por el Presidente de la República en virtud de las facultades extraordinarias otorgadas por el artículo 111 de la Ley 715 de 2001.

La primera de las señaladas, Ley General de la Educación, se refirió a la carrera docente y los requisitos exigidos para ejercer la docencia en sus artículos 116
 y 118
, modificados por la Ley 1297 de 2009
, y estableció los requisitos de ingreso para ejercer la docencia; así en el artículo 116 se refirió a la correspondencia entre la formación y el ejercicio profesional del educador, caso para el que dispuso que el ejercicio de la profesión de educador corresponderá a la formación por él recibida y que para el efecto, las instituciones de educación superior certificarán el nivel y área del conocimiento en que hizo énfasis el programa académico; por su parte, en el artículo 118, indicó que quienes posean título expedido por las instituciones de educación superior distinto al de profesional en educación o licenciado podrán ejercer la docencia en la educación por niveles y grados, en el área de su especialidad  o en un área afín.

Luego, a través del Decreto 1278 de 2002, proferido por el Presidente de la República en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por el artículo 111 de la Ley 715 de 2001 se expidió el Estatuto de Profesionalización Docente cuyo objeto fue regular las relaciones del Estado con los educadores a su servicio, garantizando que “la docencia sea ejercida por educadores idóneos, partiendo del reconocimiento de su formación, experiencia, desempeño y competencias como los atributos esenciales que orientan todo lo referente al ingreso, permanencia, ascenso y retiro del servidor docente y buscando con ello una educación con calidad y un desarrollo y crecimiento profesional de los docentes.”.

Esta norma, dispuso en su artículo 17 que la Administración y vigilancia de la carrera docente correspondería a las entidades territoriales certificadas, las cuales, a su vez, conocerán en primera instancia de las reclamaciones que se presenten en relación con la aplicación de la carrera. La segunda instancia correspondería a la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Es de anotar, que si bien la Ley 909 de 2004 fue expedida con posterioridad al estatuto de profesionalización docente por mandato del mismo artículo 3°, numeral 2°, se dispuso que sus disposiciones se aplicarán con carácter supletorio, en caso de presentarse vacíos en la normatividad que los rige, entre otros servidores públicos de las carreras especiales, a los docentes. Así lo corroboró la Corte Constitucional al declarar la exequibilidad de la precitada norma en la sentencia C- 175 de 2006
 en la que se reiteró la posición de la Corte frente a que la Comisión Nacional del Servicio Civil es el órgano competente para la vigilancia y administración de las carreras especiales de origen legal, como lo es la docente. 

4.2. De la convocatoria docente y competencias específicas de las entidades participantes.

Ahora bien, de conformidad con las facultades señaladas por el numeral 5.7 del artículo 5° de la Ley 715 de 2001 y el artículo 9° del Decreto 1278 de 2002, el Presidente de la República expidió el Decreto 3982 de 2006
 “Por el cual se reglamenta parcialmente el Decreto-Ley 1278 de 2002 y se establece el procedimiento de selección mediante concurso para la carrera docente y se determinan criterios para su aplicación”, el que expresamente atribuyó a la Comisión Nacional del Servicio Civil la facultad de convocar a concurso en el régimen de carrera docente, así:

“ARTÍCULO 5o. CONVOCATORIA. La Comisión Nacional del Servicio Civil realizará la convocatoria a concurso para los cargos de docentes y directivos docentes para el servicio educativo estatal, de acuerdo con el cronograma que fije anualmente para la aplicación de las pruebas de aptitudes, de competencias básicas y psicotécnicas que diseñará, adoptará y aplicará el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, ICFES, de conformidad con lo establecido en el numeral 3.13 del artículo 3o del Decreto 2232 de 2003.

El acto administrativo de la convocatoria deberá contener los siguientes aspectos reguladores del concurso y sus disposiciones son de obligatorio cumplimiento:

a) Entidad o entidades para las cuales se realiza el concurso;

b) Entidad que realiza el concurso;

c) Medios de divulgación;

d) Identificación de los cargos objeto del concurso: con indicación del número de cargos docentes, nivel, ciclo y área, que serán convocados para cada entidad territorial;

e) Número de cargos de directores rurales, coordinadores y rectores que serán convocados para cada entidad territorial;

f) Requisitos exigidos para cada uno de los cargos;

g) Pruebas que serán aplicadas, su carácter eliminatorio o clasificatorio; puntaje mínimo aprobatorio para las pruebas eliminatorias, valor de cada prueba dentro del concurso; fecha de aplicación y metodología de citación;

h) Organismo competente para resolver reclamaciones y términos para presentarlas;

i) Metodología para la utilización de la lista de elegibles;

j) Duración del período de prueba.”.  Se resalta.

Como se observa, el artículo 5° transcrito, dispone que ésta debe realizarse por la Comisión Nacional del Servicio Civil, de acuerdo al cronograma que fije anualmente para la aplicación de las pruebas de aptitudes, de competencias básicas y psicotécnicas que diseñará, adoptará y aplicará el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, ICFES, de conformidad con lo establecido en el numeral 3.13 del artículo 3° del Decreto 2232 de 2003.

Así, el acto administrativo de la convocatoria debe contener los siguientes aspectos reguladores del concurso, disposiciones que son de obligatorio cumplimiento:

a) Entidad o entidades para las cuales se realiza el concurso.

b) Entidad que realiza el concurso.

c) Medios de divulgación.

d) Identificación de los cargos objeto del concurso: con indicación del número de cargos docentes, nivel, ciclo y área, que serán convocados para cada entidad territorial.

e) Número de cargos de directores rurales, coordinadores y rectores que serán convocados para cada entidad territorial.
f) Requisitos exigidos para cada uno de los cargos.

g) Pruebas que serán aplicadas, su carácter eliminatorio o clasificatorio; puntaje mínimo aprobatorio para las pruebas eliminatorias, valor de cada prueba dentro del concurso; fecha de aplicación y metodología de citación.
h) Organismo competente para resolver reclamaciones y términos para presentarlas.
i) Metodología para la utilización de la lista de elegibles.
j) Duración del período de prueba.
Además, el artículo 6° del mismo Decreto 3892 de 2006, referente a la divulgación de la convocatoria, precisa que la Comisión Nacional del Servicio Civil puede ser modificada o complementada por cualquier aspecto por la Comisión Nacional del Servicio Civil, en cualquier momento hasta antes de iniciarse las inscripciones; que una vez iniciadas las mismas, la convocatoria sólo podrá modificarse en cuanto al sitio, hora y fecha de recepción de inscripciones y aplicación de las pruebas. Esta previsión igualmente se encuentra contenida en el parágrafo 2° del Artículo 3° del Decreto 4500 de 2005
, por el cual se reglamenta el artículo 24 de la Ley 443 de 1998 y la Ley 909 de 2004.
Ahora bien, sobre los requisitos para participar en el concurso docente y directivo docente, el artículo 7° prevé que podrán inscribirse quienes reúnan respectivamente los requisitos señalados en los artículos 116 y 118 de la Ley 115 de 1994, así como los artículos 3° y 10 del Decreto-Ley 1278 de 2002.

Resalta la Sala que es mismo parágrafo 1° del artículo 7° de la norma en mención, Decreto 3982 de 2006
, el que dispone que:

(i) La convocatoria establecerá la afinidad entre los títulos de los profesionales no licenciados en educación y los énfasis de las licenciaturas con los niveles, ciclos y áreas del conocimiento en las que los aspirantes podrán inscribirse

(ii)  Todo lo anterior, de acuerdo con los criterios definidos por el Ministerio de Educación Nacional.

Esta previsión, entra en consonancia con las funciones que para el Ministerio de Educación Nacional dispuso el Decreto 1306 de 2009
 en su artículo 2°, vigente a la expedición del acto demandado, que dispuso, entre otras, las siguientes:

· Formular la política nacional de educación, regular y establecer los criterios y parámetros técnicos cualitativos que contribuyan al mejoramiento del acceso, calidad y equidad de la educación, en todos sus niveles y modalidades;
· Dictar las normas para la organización y los criterios pedagógicos y técnicos para las diferentes modalidades de prestación del servicio educativo que orienten la educación en los niveles de preescolar, básica, media y superior;
· Dirigir la actividad administrativa del sector y coordinar los programas intersectoriales;
· Dirigir el Sistema Nacional de Información Educativa y los Sistemas Nacionales de Acreditación y de Evaluación de la Educación; Coordinar todas las acciones educativas del Estado y de quienes presten el servicio público de la educación en todo el territorio nacional, con la colaboración de sus entidades adscritas, de las entidades territoriales y de la comunidad educativa.
De manera específica, para la Dirección de Calidad para la Educación Preescolar, Básica y Media del Ministerio de Educación Nacional le corresponde, según el artículo 15 de la norma en cita, entre otras funciones las de (i) orientar y aprobar los lineamientos y estándares curriculares para las competencias básicas, la evaluación de estudiantes, docentes e instituciones educativas y el mejoramiento de la calidad educativa; (ii) orientar la formulación e implementación de programas transversales de educación, (iii) orientar el diseño, formular criterios de evaluación y de ejecución de programas y proyectos de calidad educativa para la educación preescolar, básica y media, (iv) efectuar el monitoreo y seguimiento a los programas y proyectos de la dirección de calidad para la educación preescolar, básica y media; realizar la evaluación y contenidos pedagógicos y el uso de nuevas tecnologías.

Ahora bien, a través del artículo 37
 del Decreto 2230 de 28 de agosto de 2003
, que también se ocupaba de la estructura y funciones del Ministerio de Educación Nacional, se creó la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, CONACES, en los términos del artículo 45 de la Ley 489 de 1998
.

Este organismo se integra, entre otros funcionarios, por el Ministro de Educación Nacional, el Director del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, ICFES, y el Director del Fondo Colombiano de Investigaciones Científicas y Proyectos Especiales «Francisco José de Caldas», Colciencias, sin perjuicio de convocar a los representantes de los organismos asesores del Gobierno Nacional en materia de educación superior y de la academia. Ésta exigencia indica además, que se trata de un organismo compuesto por expertos de las más altas calidades, del que no sobra señalar cuenta con la destacada función de evaluación de la calidad en educación superior para efectos de emitir concepto de recomendación al Ministerio de Educación Nacional sobre el otorgamiento o no del registro calificado, conforme a las previsiones de la Ley 1188 de 2008.

En este sentido, una de las funciones de CONACES, como el mismo Decreto de creación 2230 de 2003 y el Decreto 1306 de 17 de abril de 2009 consagran, es la coordinación y orientación del aseguramiento de la calidad de la Educación Superior, la evaluación del cumplimiento de los requisitos para la creación de instituciones de Educación Superior, su transformación y redefinición, sus programas académicos y demás funciones que le sean asignadas por el Gobierno Nacional.

Este organismo funciona a través de salas de acuerdo a las áreas del conocimiento
 que tiene la responsabilidad de evaluar y emitir conceptos sobre las condiciones mínimas de calidad de los programas académicos de educación superior con el apoyo de pares académicos y asesorar al Ministro de Educación Nacional en materia de condiciones mínimas de calidad y de competencias laborales.  Además el último de los Decretos mencionados le atribuye la calidad de órgano de asesoría y coordinación sectorial.

Las competencias especificas para CONACES se consagraron en el artículo 37 de la Resolución No. 737 de 2008, artículo 3°, norma que posteriormente fue derogada por la Resolución No. 5290 de 2012.

Algunas de sus funciones allí asignadas a través de sus Salas, se refieren a preparar o revisar documentos para difundir criterios y lineamientos de evaluación de la calidad de la educación superior, emitir los conceptos que solicitara el Ministerio de Educación Nacional, formular propuestas para la adopción de criterios relacionados con el aseguramiento de la calidad de los programas de educación superior y emitir los demás conceptos que frente a los temas de su competencia solicite el Ministerio de Educación Nacional.

5. Resolución de los cargos.

En el caso que ocupa la atención de la Sala, el Acuerdo 029 de 25 de marzo de 2009
 por el cual se convocó al concurso abierto de méritos para proveer vacantes de docentes y directivos docentes en instituciones educativas oficiales del Departamento de Antioquia – Convocatoria No. 057 de 2009,  permitía, en su artículo 15°, numeral 2°, específicamente en cuanto a los profesionales no licenciados que quisieran ejercer la docencia en el nivel de educación secundaria y media, para el caso del área de ciencias naturales y educación ambiental, que podrían inscribirse quienes ostentaran las profesiones de agronomía, “Medicina Zootecnia”, veterinaria, biología, microbiología, química, geología, nutrición y dietética, bacteriología, ecología, ingenierías ambiental, química sanitaria, agrícola, forestal, de alimentos, minas, petróleo. (fl. 11 Cdno. Principal.).

Evidentemente el Acuerdo 098 de 2009, introdujo una modificación al artículo 75 de los Acuerdos Nos. 28 a 76, 79 a 87, 89 a 92 y 94 a 96 de 2009, correspondientes a las convocatorias 56 a 120, entre otros el numeral 2°, referente al profesional no licenciado, en el nivel secundaria y media en el área de ciencias naturales y educación ambiental. Para ello, señaló que sólo podrían presentarse para ejercer la función docente en los niveles, ciclos y áreas afines a su formación,  para el caso de ciencias naturales y educación ambiental los profesionales en agronomía, biología, microbiología, química, ecología, y las ingenierías ambiental, química, agrícola, forestal y de petróleos.

La anterior modificación se fundó, según se lee del texto del Acuerdo 098
, en:

“…

Que se han recibido derechos de petición solicitando precisión sobre los títulos aptos para ejercer la docencia según el nivel, ciclo o área de conocimiento, que llevó a hacer un análisis cuidadoso con el Ministerio de Educación Nacional, para lograr una mayor precisión en este tema, de tal manera que se garantice el derecho de participar con fundamento en razones técnicas.

Que mediante Oficio del 22 de abril de 2009, radicado en la Comisión bajo el número 010680 del 23 de abril de 2009, y demás documentos producidos a partir del trabajo conjunto con la CNSC, la Dirección de Calidad para la Educación Preescolar, Básica y Media del Ministerio de Educación Nacional conceptuó sobre la afinidad de títulos con los niveles, ciclos o áreas de conocimiento de los empleos convocados, como producto de un estudio juicioso realizado por los expertos de la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior -CONACES-, los cuales analizaron los núcleos básicos de conocimiento de cada carrera y su malla curricular.
…” Resalta la Sala.
Como se aprecia de las normas analizadas en precedencia se observa que la Comisión cumplió el procedimiento previsto para emitir el Acuerdo 098, modificatorio de las convocatorias 56 a 120, que fue basarse en los criterios técnicos emitidos por el Ministerio de Educación Nacional y los expertos de la Comisión Intersectorial CONACES para determinar la correspondencia de las profesiones idóneas y afines al nivel y área de conocimiento del nivel de educación secundaria y media de acuerdo a la malla curricular de las profesiones y los núcleos básicos del conocimiento.

A su vez, el Ministerio de Educación Nacional encargado por delegación de la inspección y vigilancia del servicio público de educación, y facultado para señalar los criterios de afinidad entre los títulos de los profesionales no licenciados en educación y los énfasis de las licenciaturas con los niveles, ciclos y áreas del conocimiento en las que los aspirantes podrán inscribirse, en virtud del parágrafo 1° del artículo 7° del Decreto del Decreto 3982 de 2006
, fue quien solicitó el pronunciamiento técnico de un organismo conformado por expertos como es CONACES, el estudio de afinidad para nivel de educación secundaria y en el área de ciencias naturales. Como se ve, tal análisis obedece a un pronunciamiento calificado, que no puede invalidarse por la simple comparación del pensum de programas académicos que ofrece un ente universitario.

De igual manera, debido al análisis de los documentos allegados al expediente se aprecia la actuación coordinada de las entidades en cuestión. Veamos:

El 22 de abril de 2009 la Directora de Calidad para la Educación Preescolar, Básica y Media del Ministerio de Educación Nacional remitió al Comisionado Fridole Ballén Duque, correo electrónico en el que adjuntó el documento “COMPARATIVO AREAS AFINES MEN –CNSC Abril 22 de 2009” y el  “ACUERDO MODIFICATORIO”: El contenido del correo indica:

“Teniendo en cuenta lo conversado el día 20 de abril, le estoy remitiendo el cuadro comparativo de los criterios definidos para las áreas afines en el concurso de méritos de docentes y directivos docentes 2009….

..En este orden de ideas, el Ministerio de Educación Nacional le solicita tener en cuenta plenamente los criterios  establecidos en nuestra propuesta, toda vez que ella corresponde a un estudio juicioso y serio, realizado por los expertos de la por la (sic) Comisión Nacional de Aseguramiento de la educación Superior (CONACES) los cuales analizaron los núcleos básicos del conocimiento de cada carrera  y su malla curricular. En ese sentido el estudio de áreas afines cuenta con todo el respaldo y solidez técnica.” Se resalta. 

Ahora bien, para el caso de ciencias naturales y educación ambiental para el nivel de secundaria y media en cuanto a aspirantes no licenciados se allegó el cuadro comparativo que incluye
:

	Nivel / Ciclo/Área
	Ministerio de Educación Nacional MEN
	Comisión Nacional del Servicio Civil CNSC

	Secundaria y Media
	Los profesionales no licenciados en educación sólo podrán ejercer  la docencia en el ciclo de básica secundaria y en el nivel de educación media, en el área de su especialidad o en un área afín, para lo cual se deberán tener en cuenta las siguientes palabras clave.
	Además, de los títulos de profesionales no licenciados enunciados por el MEN, añade la CNSC, los siguientes Titulo Profesional NO Licenciado (TPNL) que son subrayados:

	Ciencias Naturales y Educación Ambiental
	· Biología, Agronomía, Ecología.

· Ingenierías: ambiental, Agrícola.

Excluir, porque el área de su especialidad no le permite cubrir la finalidad, el carácter  y los objetivos en ésta área del conocimiento específico, a:

Bacteriología, su formación no le permite cubrir ésta área del conocimiento 
	· Microbiología, Química, Ingenierías;,Petróleo.

Excluir, porque el área de su especialidad  no le permite  cubrir la finalidad, el carácter  y los objetivos en  esta área del conocimiento específico, a:

Medicina Veterinaria, Geología, Nutrición y Dietética, Ingenierías: Química Sanitaria, Forestal, de alimentos, Minas.


A su vez, el proyecto de acuerdo remitido por la CNSC obrante a folio 11 del 2° cuaderno, indica en el artículo 3° para el caso de los profesionales no licenciados, que sólo podrán presentarse para ejercer la función docente en los niveles, ciclos y áreas afines a su formación, para el caso de educación secundaria y media, en el área e ciencias naturales, las profesiones de agronomía, biología, microbiología, química, ecología y las ingenierías ambiental, agrícola y de petróleos.

Como se aprecia, en ninguna de las propuestas allegadas se incluyó zootecnia para esa área y nivel.

Nuevamente, entre el Ministerio de Educación Nacional y la Comisión Nacional del Servicio Civil hubo cruce de información en los correos electrónicos y oficios por ese mes de 2009 así: el 22 de abril
, de 24 de abril
, de 27 de abril
, 29 de abril
, 29 de abril
, etc.

Es de resaltar que la Comisión Nacional del Servicio Civil allegó al expediente copia de las respuestas que se remitieron a quienes manifestaron a la Comisión sus inquietudes frente a la exclusión de varias de las carreras que inicialmente fueran tenidas en cuenta; así el Ministerio de la Educación Nacional señaló  para el caso de Zootecnia lo siguiente
:

“…

De acuerdo con el Estatuto de Profesionalización Docente- Decreto ley 1278 de 2002 y sus decretos reglamentarios, para el ingreso al servicio educativo mediante concurso de méritos se requiere acreditar uno de los siguientes títulos: normalista superior, tecnólogo en educación, licenciado en educación o profesional no licenciado. Estos profesionales sólo podrán ejercer la docencia en un área del conocimiento afín a su formación que les permita, según lo señala la ley, cubrir la finalidad, el carácter y los objetivos de los niveles, ciclos y áreas del conocimiento (Ley General de Educación, Artículos 23, 31, y 116 a 119).

En este orden de ideas y teniendo en cuenta que la docencia debe estar ejercida  por profesional idóneo (Art. 68 de la Constitución Política), que pueda prestar un servicio de calidad (Art. 4 de la Ley General de Educación), el Ministerio de Educación Nacional definió la afinidad entre los títulos profesionales y las áreas obligatorias y fundamentales, a través de un documento entregado a la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Teniendo en cuenta el perfil profesional de Zootecnista el cual desarrolla actividades sobre producción, transformación y comercialización de productos de origen animal y atiende  el sector rural y además, desarrolla competencias para la creación y administración de empresas en el sector pecuario, se consideró que el campo de este profesional no se relaciona con los procesos de enseñanza y de aprendizaje de las áreas de ciencias naturales.

De todas maneras es preciso recordarle que, si lo desea, Ud. Puede participar  para los empleos directivos docentes, siempre y cuando acredite los requisitos mínimos establecidos en el concurso de méritos 2009, según el Artículo 16 de la convocatoria…” Se resalta.

En ese orden de ideas, es claro que la Comisión ajustó la convocatoria en lo que se analiza en ésta providencia, a los parámetros que le fijó el Ministerio de Educación Nacional de acuerdo a los criterios técnicos adoptados por un organismo intersectorial conformado por expertos como es CONACES, entidad que tiene su cargo el aseguramiento de la calidad de la educación superior y que de acuerdo al análisis de la malla curricular y los núcleos básicos de conocimiento estableció las carreras afines para no licenciados a desempeñarse como docentes en el nivel de educación básica secundaria en el área de ciencias naturales y medio ambiente. 

Además, como se vio, es a la Comisión Nacional del Servicio Civil, a quien le asiste la administración y vigilancia de los concursos docentes, entidad que además se ciñó a los parámetros que precisó el Ministerio de Educación Nacional, conforme a las competencias que le asistían, principalmente la de formular la política nacional de educación; al mismo tiempo, se contó con la colaboración de un ente interdisciplinario como lo es CONACES, el que con base en el criterio y análisis de los expertos que lo componen finiquitó el tema de las profesiones no licenciadas permitidas en la docencia en el nivel de secundaria y media para el área de ciencias naturales y medio ambiente.

Así, el desarrollo de las competencias y procedimientos con que actuaron las entidades Comisión Nacional del Servicio Civil, Ministerio de Educación Nacional y CONACES para la expedición del Acuerdo 098 de 2009, por parte de la primera de ellas se encuentra ajustado a la Ley el numeral 2° del artículo 1° del Acuerdo 095 de 2009 proferido por la CNSC pues se ajustó a la ley, de acuerdo a las competencias señaladas y con los parámetros indicados, pues como ha quedado dicho fue la misma Constitución la que atribuyó al Estado la inspección y vigilancia de la educación "con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo" (art. 67 inc. 5 C.P.), marco que encuentra sustento en el mandato contenido en el artículo constitucional siguiente consistente en que la enseñanza esté "a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y pedagógica", así como la competencia legislativa de garantizar "la profesionalización y dignificación de la actividad docente" (art. 68 inc. 3 C.P.) .

Además, pese a tratarse de la modificación de las convocatorias 56 a 120 del concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de docentes y directivos docentes de las entidades territoriales, es evidente que la Comisión accionada estaba facultada para ello y, de otro, que correspondía a los interesados optar por la inscripción respetando los parámetros señalados en la misma, de acuerdo a los títulos habilitados por la Convocatoria para ejercer la función docente en el área y nivel señalados. 

Por ésta razón, no se genera ninguna nulidad por el cargo de expedición irregular del acto, en tanto que la actuación de la entidad se ajustó a las competencias, procedimientos y parámetros que le fijó la Constitución y la Ley, como ha quedado visto; además los criterios técnicos empleados por la Comisión Nacional del Servicio Civil fueron los señalados por CONACES previa solicitud del Ministerio de Educación Nacional, entidad que precisamente consagra la norma como la encargada de velar por la calidad de la educación en Colombia y a quien le compete hacer los análisis de afinidad de títulos de acuerdo a las competencias. 

El allegar copia de los programas ofrecidos por la Universidad Nacional sobre las carreras que fueron admitidas y excluidas del concurso como sustento del argumento de los inexistentes criterios técnicos empleados por la CNSC, es una de las razones que evidencia la debilidad del cargo pues el actor desconoce que la construcción de las denominaciones y los perfiles de formación de programas corresponde a las instituciones de educación superior en ejercicio de su autonomía universitaria, sin perjuicio de los criterios y competencias de evaluación de los programas académicos de educación superior, que ha establecido el legislador. 

Si lo que pretendía la actora era que se analizara el estudio que efectuó CONACES para el Ministerio de Educación Nacional, se evidencia entonces  una falla estructural del cargo mencionado pues debió configurarse en la omisión de requisitos previstos en normas previas a su expedición y en las que debía fundarse. No prospera entonces el cargo formulado. 

Corolario de lo anterior, de acuerdo al análisis del marco jurídico y jurisprudencial se advierte la no violación de los artículos 7, 8 y 16 del Decreto 1278 de 2002, porque precisamente el primero de ellos fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en sentencia C- 1169 de 2004 y porque los artículos 8 y 16 que definen la carrera docente y el concurso para el ingreso al servicio educativo estatal como proceso de  evaluación de las “aptitudes, experiencia, competencias básicas”, de los aspirantes a ocupar cargos en la carrera docente, se adelantó con base en las facultades y procedimientos que fijó el legislador para el efecto, es decir con plena observancia de las normas que regulan el acceso a la carrera.  

Por último, valga indicar que las normas que regulan el ingreso a la carrera permitían la modificación del concurso, antes de la inscripción por cualquier aspecto, circunstancia que deja sin piso el argumento de sospecha de los criterios técnicos aplicados por la entidad, pues fue el mismo legislador quien permitió  a la CNSCS la modificación de los concursos docentes por cualquier aspecto, en cualquier momento hasta antes de iniciarse las inscripciones, de acuerdo al inciso 2° del artículo 6° del Decreto 3982 de 2006.
Por las anteriores razones, es que la Sala concluye que no tienen vocación de prosperidad las súplicas de la demanda.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A

DECLÁRASE la no prosperidad de las excepciones de “inepta demanda” y de “indebida utilización de la acción de nulidad para atacar actos administrativos de trámite concretamente el Acuerdo 098 de 2009” propuestas por el apoderado de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de acuerdo con lo señalado en precedencia.

NIEGÁNSE las súplicas de la demanda, interpuesta por ÁLVARO RUÍZ LEMOS contra la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad con la parte motiva de ésta providencia.

En firme esta sentencia archívese el expediente.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, Y CÚMPLASE.

La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión celebrada en la fecha.

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN              ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO

� Ver folios 37 a 42 del Cuaderno principal.


� Ver folios 46 y s.s. del cuaderno principal.


� Visible a folios 75 a 83 vto. del cuaderno principal.


� El artículo 7° del Decreto 1278 de 2002, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional� en sentencia C-1169 de 2004, con ponencia del Magistrado Doctor Rodrigo Escobar Gil:


“..


En este sentido, el ejercicio de las facultades por parte del Presidente de la República debía limitarse a aquellas materias relacionadas con el nuevo régimen de carrera docente y administrativa, atendiendo, exclusivamente al criterio de los "requisitos de ingreso", sin pretender regular todo el servicio educativo estatal, a través de la imposición de nuevos títulos para el ejercicio de la docencia. 


Dicha disposición, en los términos previstos por el Presidente de la República, sin estar expresamente facultado en la ley habilitante, implicaba la derogación del artículo 116 de la Ley 115 de 1994, que expresamente establece los requisitos para acceder a la docencia en el servicio educativo estatal….”





De igual manera, se refirió el actor al artículo 8° que define el concurso para ingreso al servicio docente como el proceso mediante el cual, a través de la evaluación de aptitudes, experiencia, competencias básicas, relaciones interpersonales y condiciones de personalidad de los aspirantes a ocupar cargos en la carrera docente, se determina su inclusión en el listado de elegibles y se fija su ubicación en el mismo, con el fin de garantizar disponibilidad permanente para la provisión de vacantes que se presenten en cualquier nivel, cargo o área de conocimiento dentro del sector educativo estatal.





Por su parte, el artículo 16 que se refiere a la carrera docente prevé:





“ARTÍCULO 16. CARRERA DOCENTE. La carrera docente es el régimen legal que ampara el ejercicio de la profesión docente en el sector estatal. Se basa en el carácter profesional de los educadores; depende de la idoneidad en el desempeño de su gestión y de las competencias demostradas; garantiza la igualdad en las posibilidades de acceso a la función para todos los ciudadanos aptos para el efecto; y considera el mérito como fundamento principal para el ingreso, la permanencia, la promoción en el servicio y el ascenso en el Escalafón.”





� Ver folios 37 a 42 del cuaderno principal.


� HANS, Kelsen. Teoría pura del Derecho. Buenos Aires. Editorial Universitaria de Buenos Aires 1979; p. 135 y ss. 





� Ver folio 41 cuaderno principal.


� Ibídem.


� Como en efecto lo señaló la entidad, la Corte Constitucional ha determinado que la Comisión Nacional del Servicio Civil es el órgano competente para la vigilancia y administración de las carreras especiales de origen legal como es el caso de los docentes. Al respecto puede verse la sentencia C-175 de 2006.








� Ver folios 61 y siguientes cuaderno principal.


� Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda - Subsección "A", Consejera Ponente: Ana Margarita Olaya Forero, Bogotá, D.C., noviembre dieciséis (16) de dos mis seis (2006).Radicación número: 08001-23-31-000-1995-10375-01(5688-05).





.


� Ver folios 64 -66 del cuaderno principal.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejero ponente: Víctor Hernando Alvarado Ardila. Sentencia de diez (10) de septiembre de dos mil nueve (2009), Radicación número: 11001-03-25-000-2007-00057-00(1165-07).








�  Ley 909 de 2004. “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”. 





� “ARTÍCULO 14. DE LAS FUNCIONES DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL. Corresponde a la comisión nacional del servicio civil como responsable de la administración y vigilancia de la carrera de los empleados del Estado, con excepción de aquellas que tengan carácter especial: 


a) Vigilar el cumplimiento de las normas de carrera de los empleados a nivel nacional y territorial. En caso de infracción de las mismas, solicitar a la autoridad competente la imposición de las sanciones de multa, suspensión o destitución a los infractores; 


b) Conocer de oficio o a petición de parte, de las irregularidades que se presenten en la realización de los procesos de selección, pudiendo dejarlos sin efecto, total o parcialmente, excluir de las listas de elegibles a las personas que hubieren incurrido en violación a las leyes o los reglamentos que regulan la administración de personal civil al servicio del Estado y ordenar la revocatoria de nombramientos u otros actos administrativos, si comprobare que éstos se efectuaron con violación de las normas que regulan la materia; 


c) Recomendar al Departamento Administrativo del Servicio Civil, iniciativas, estudios e investigaciones en áreas relacionadas con la administración de personal; 


d) Absolver privativamente las consultas sobre administración de personal que formulen los distintos organismos del Estado y las organizaciones de empleados del mismo, en los casos en los cuales no le corresponda hacerlo a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado o al Departamento Administrativo del Servicio Civil, cuyos conceptos no serán obligatorios; 


e) Vigilar que los nombramientos provisionales no excedan el término legal. En caso de infracción, solicitar a la autoridad competente la imposición de las sanciones de multa, suspensión o destitución a los infractores; 


f) Cooperar con el Gobierno y con el Departamento Administrativo del Servicio Civil; 


g) Delegar sus funciones en las comisiones seccionales del servicio civil; 


h) Dictar su propio reglamento y el de las comisiones seccionales; 


i) Conocer, en segunda instancia, de las decisiones adoptadas por las comisiones seccionales del servicio civil, y 


j) Las demás que le sean legalmente asignadas. 


PARÁGRAFO. El gobierno señalará los honorarios a que tengan derecho los miembros de la comisión nacional del servicio civil y de sus comisiones seccionales.” 





� Ley 443 de 11 de junio de 1998 “Por la cual se expiden normas sobre carrera administrativa y se dictan otras disposiciones”.  Esta Ley fue derogada por el artículo 58 de la Ley 909 de 2004, salvo sus artículos 24, 58, 81 y 82, relacionados con los concursos que puede adelantar la ESAP, su naturaleza jurídica,  la creación del Sistema Único de Información de Personal y la hoja de vida de los servidores públicos, respectivamente.


� Artículo 130 Carta Política  “Habrá una Comisión Nacional del Servicio Civil responsable de la administración y vigilancia de las carretas de los servidores públicos, excepción hecha de las que tengan carácter especial”.


�  Ley 909 de 23 de septiembre de 2004 “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”.





� Ver sentencias C-175 de 2006 y C-1230 de 2005.


� Artículo 217 de la Constitución Política.


� Inciso 3º del artículo 218 de la Constitución Política.


� Artículo 253 de la Constitución Política.


� Numeral 1° del artículo 256 de la Constitución Política.


� Numeral 10 del artículo 268 de la Constitución Política.


� Artículo 279 de la Constitución Política.


� C-746 de 1999.


� Sentencia C-175 de 2006.


� “Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, el ascenso y la permanencia en los mismos estarán determinados por la demostración permanente de las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño de los empleos”.





� “Todos los ciudadanos que acrediten los requisitos determinados en las convocatorias podrán participar en los concursos sin discriminación de ninguna índole”.





� “Se entiende por esta la difusión efectiva de las convocatorias en condiciones que permitan ser conocidas por la totalidad de los candidatos potenciales”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero Ponente: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila, Sentencia de 25 de febrero de 2010, Expediente No.  11001032500020080000700 (0028-2008), Actor: Jorge Humberto Valero Rodríguez.


� “Artículo 116.- Título exigido para el ejercicio de la docencia. Para ejercer la docencia en el servicio educativo estatal se requiere título de licenciado en educación o de posgrado en educación, expedido por una universidad o por una institución de educación superior nacional o extranjera, o el título de normalista superior expedido por las normales reestructuras, expresamente autorizadas por el Ministerio de Educación Nacional, y además estar inscrito en el escalafón nacional docente, salvo las excepciones contempladas en la presente ley y en el estatuto docente. 


PAR 1°. Para ejercer la docencia en educación primaria, el título de educación a que se refiere el presente artículo, deberá indicar, además, el énfasis en un área del conocimiento de las establecidas en el artículo 23 de la presente ley.


PAR 2°. Quienes en el momento de entrar en vigencia la presente ley, se encuentren cursando estudios en programas ofrecidos por instituciones de educación superior conducentes al título de tecnólogo en educación, podrán ejercer la docencia en los establecimientos educativos estatales al término de sus estudios, previa obtención del título e inscripción en el escalafón nacional docente”





� “Ejercicio de la docencia por otros profesionales. Por necesidades del servicio, quienes posean título expedido por las instituciones de educación superior, distinto al de profesional en educación o licenciado, podrán ejercer la docencia en la educación por niveles y grados, en el área de su especialidad o en un área afín. Estos profesionales podrán también ser inscritos en el Escalafón Nacional Docente, siempre y cuando acrediten estudios pedagógicos en el país o en el extranjero, en una facultad de educación o en otra unidad académica responsable de la formación de educadores, con una duración no menor de un año.”


� Artículo 1°. El artículo � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=292" \l "116" �116� de la Ley 115 de 1994 quedará así:





“Artículo 116. Título para ejercicio de la docencia. Para ejercer la docencia en el servicio educativo se requiere Título de Normalista Superior expedido por una de las Normales Superiores Reestructuradas, expresamente autorizadas por el Ministerio de Educación Nacional o de Licenciado en Educación u otro título profesional expedido por una institución universitaria, nacional o extranjera, académicamente habilitada para ello.


Parágrafo 1º. Para garantizar la prestación del servicio educativo estatal en zonas de difícil acceso podrá contratarse su prestación con entidades privadas de reconocida trayectoria e idoneidad, de conformidad con la reglamentación vigente, siempre que el personal que integra las correspondientes listas de elegibles para ser nombrados en esos cargos no acepte el nombramiento, que no se cuente con personal titulado para proveer los cargos en provisionalidad o no se cuente con las correspondientes plazas. Las entidades contratadas tendrán la obligación de capacitar al personal que se destine para la docencia, remunerarlo de acuerdo con las escalas salariales fijadas por el Gobierno Nacional y garantizar su afiliación al sistema de seguridad social en los términos de la ley. En todo caso, dicho personal deberá acreditar como mínimo la culminación de la educación media, condición esta que no se aplica a la oferta de servicio educativo para las comunidades indígenas. El servicio educativo que se ofrezca a estas comunidades será atendido provisionalmente con docentes y directivos docentes etnoeducadores normalistas superiores, licenciados en educación o profesionales con título distinto al de licenciado o, cuando no los hubiere disponibles, por personal autorizado por las autoridades tradicionales del correspondiente pueblo indígena, sin los títulos académicos a los que se refiere este artículo.


Parágrafo 2º. Para ejercer la docencia en educación primaria, el título de normalista superior o el de licenciado en educación no requiere ningún énfasis en las áreas del conocimiento.


Parágrafo 3º. Para efectos del concurso de ingreso a la carrera administrativa docente, el título de Tecnólogo en Educación será equivalente al de Normalista Superior.” 


Ley declarada EXEQUIBLE, exclusivamente respecto a las objeciones formuladas, por la Corte Constitucional mediante Sentencia � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cc_sc_nf/2009/c-173_2009.html" \l "1" \t "_blank" �C-173-09� de 18 de marzo de 2009, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. Sentencia por la cual la Corte revisó las objeciones Presidenciales al Proyecto de Ley No. 065/06 Senado – 206/07 Cámara





� “En consecuencia, la remisión supletoria que hace el legislador para que la ley de carrera administrativa sea aplicada a la carrera de docentes no viola la Constitución Política, pues lo que proscribe la Carta es la administración y vigilancia de las carreras especiales de origen constitucional por la Comisión Nacional del Servicio Civil. Por el contrario, la Corte ha determinado que la Comisión Nacional del Servicio Civil es el órgano competente para la vigilancia y administración de las carreras especiales de origen legal. 





10. En cuanto a la remisión que hace el legislador a los Decretos 2400 y 3074 de 1968, la Corte debe aclarar que la aplicación residual establecida por el artículo 55 de la Ley 909 de 2004, no contraviene la disposición constitucional invocada, pues no se trata de la aplicación directa de estas normas a carreras especiales de origen constitucional sino a una de carácter legal como la docente. 





Por consiguiente, el artículo 55 de la Ley 909 de 2004 no viola el artículo 130 de la Constitución, pues el legislador no facultó a la Comisión Nacional del Servicio Civil para que administre y vigile alguna de las carreras de origen constitucional que es lo que expresamente exceptúa el artículo 130 de la Constitución. Por el contrario, de acuerdo con el desarrollo de la jurisprudencia constitucional el legislador debe facultar a la Comisión Nacional del Servicio Civil para que vigile y administre las carreras de creación legal.”. (Resalta la Sala).


.


� “Artículo 1°. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a los concursos de méritos para seleccionar docentes y directivos docentes para proveer los cargos de la planta de cargos del servicio educativo estatal administrado por las entidades territoriales certificadas, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto-ley 1278 de 2002.”





� Proferido por el Presidente de la República, en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política.





� Por el cual se reglamenta parcialmente el Decreto-ley � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5353" \l "0" �1278� de 2002 y se establece el procedimiento de selección mediante concurso para la carrera docente y se determinan criterios para su aplicación.





� Proferido por el Ministro del Interior y de Justicia de la República de Colombia, delegatario de funciones presidenciales, en virtud del Decreto 1225 del 13 de abril de 2009, en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, especialmente las que le confiere el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución Política, y los artículos 45 y 54 de la Ley 489 de 1998.


.





� “Artículo 37. Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, Conaces. Créese la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, Conaces, en los términos del artículo 45 de la Ley 489 de 1998.


La Comisión estará integrada por: el Ministro de Educación Nacional, el Director del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, ICFES, y el Director del Fondo Colombiano de Investigaciones Científicas y Proyectos Especiales «Francisco José de Caldas», Colciencias. Lo anterior sin perjuicio de convocar a los representantes de los organismos asesores del Gobierno Nacional en materia de educación superior y de la academia, de conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno Nacional. � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=12599" \l "0" �Ver la Resolución del Ministerio de Educación 183 de 2004� 


La Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, Conaces, tendrá como funciones la coordinación y orientación del aseguramiento de la calidad de la educación superior, la evaluación del cumplimiento de los requisitos para la creación de instituciones de educación superior, su transformación y redefinición, sus programas académicos y demás funciones que le sean asignadas por el Gobierno Nacional. Lo anterior sin perjuicio del ejercicio de las funciones propias de cada uno de sus miembros. � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=11484" \l "2" �Ver el art. 2, Decreto Nacional 66 de 2004�.” 





� Proferido por el Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le confiere el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución Política y los artículos 45 y 54 de la Ley 489 de 1998.





� “ARTICULO 45. COMISIONES INTERSECTORIALES. El Gobierno Nacional podrá crear comisiones intersectoriales para la coordinación y orientación superior de la ejecución de ciertas funciones y servicios públicos, cuando por mandato legal o en razón de sus características, estén a cargo de dos o más ministerios, departamentos administrativos o entidades descentralizadas, sin perjuicio de las competencias específicas de cada uno de ellos. 


El Gobierno podrá establecer la sujeción de las medidas y actos concretos de los organismos y entidades competentes a la previa adopción de los programas y proyectos de acción por parte de la Comisión Intersectorial y delegarle algunas de las funciones que le corresponden. 


Las comisiones intersectoriales estarán integradas por los ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes y representantes legales de los organismos y entidades que tengan a su cargo las funciones y actividades en referencia.” 





� Ver la Resolución 737 de 2008, proferida por la Ministra de Educación Nacional, “Por la cual se reorganiza la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior -Conaces- y se dictan otras disposiciones”. Posteriormente ésta Resolución fue derogada por el artículo 15 de la resolución  del Ministerio de Educación Nacional no. 5290 de 2012.





� Ver folios 7 a 17 del cuaderno principal.


� Visible a folios 2 a 6 del expediente principal. 


� Por el cual se reglamenta parcialmente el Decreto-Ley � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5353" \l "0" �1278� de 2002 y se establece el procedimiento de selección mediante concurso para la carrera docente y se determinan criterios para su aplicación.





� Ver folio 4 del cuaderno de pruebas.


� Visible a folio 13 del cuaderno 2°. De la Subdirectora de Estándares y Evaluación del Ministerio de Educación Nacional a la Comisión Nacional del Servicio Civil. Remite cuadro comparativo en otra versión.


� Ver folio 29, cuaderno 2°,  de la Directora de Calidad para la Educación Preescolar, Básica y Media del Ministerio de Educación Nacional, dirigida al Comisionado de la Comisión Nacional del Servicio Civil , en el que el precisa que debe reservarse la decisión final al Ministerio con el fin de evitar inconsistencias.


� Obrante a folio 29 del cuaderno 2°. De la Comisión Nacional del Servicio Civil al Ministerio de educación Nacional. Hace observaciones frente a otras profesiones. Ninguna frente a la que nos ocupa.


� Folio 31 del cuaderno 2°, del Ministerio de Educación Nacional al Comisionado de la CNSC, en el que le hace sugerencias de inclusiones, de algunas profesiones. 


� Folio 31 del cuaderno 2°, del Comisionado de la CNSC al Ministerio de Educación Nacional, sobre inclusión de otras profesiones. No se incluye ninguna para el área de ciencias naturales para  los profesionales no licenciados. Allí se indica por parte del Comisionado:





 “…muy respetuoso de la competencia del MEN sobre ésta materia, dejo en ustedes la decisión sobre estos puntos. Envío la última versión del Acuerdo en la que sólo saqué lo que me pidieron e incluí lo solicitado”. Resalta la Sala.





� Visible a folios 44 y 45 del cuaderno de pruebas, correo remitido en respuesta a solicitud de aclaración de los señores David Domínguez y Natalia López. 





